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Resumen

El presente trabajo constituye un estudio so-
bre el tránsito del régimen jurídico tradicio-
nal de las concesiones del dominio público 
minero, que constituyeron un estímulo a la 
inversión privada (fomento de participación 
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privada), hacía una reforma del régimen jurí-
dico del sector, derivaba de los recientes de-
cretos del Ejecutivo Nacional que declararon 
al oro y al carbón como minerales estraté-
gicos (reducción de la participación priva-
da) y de las posibles consecuencias que se 
pueden deducir tanto para el Estado como 
para los operadores mineros, por este nuevo 
régimen jurídico sobre los derechos mineros 
adquiridos, con anterioridad a su entrada en 
vigor.

Abstract

This paper studies the change from the tradi-
tional legal regulations of the mining public 
domain concessions, that constituted a sti-
mulus to the private investment (promotion 
of private participation), to the reform of its 
juridical dispositions, derived from the recent 
decrees from the National Executive that de-
clared the golg and coal a strategic mineral 
(reduction of private participation) and the 
possible consequences that can be dedu-
ced as much for the State as for the mining 
operators, in case it is decided to apply this 
new legal regime over the already acquired 
mining rights, prior to its entry into force.

Palabras claves

Concesiones – minerales - estratégicos – re-
gulación – derechos adquiridos
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I. Introducción

Los recursos naturales renovables o no y en 
especial los recursos minerales son propie-
dad del Estado, razón por la que su interven-
ción resulta necesaria en la medida que se 
ha entendido que tales recursos no pueden 
ser explotados por una sola persona o grupo 
de personas, de manera exclusiva y para su 
único beneficio, sino que tal actividad debe 
realizarse con fines de utilidad pública, per-

mitiendo así el aprovechamiento y satisfac-
ción de los intereses generales, lo que ha 
llevado al Estado a establecer los títulos de 
intervención tanto sobre la titularidad de las 
minas, como sobre la actividad minera. 

En la actualidad, la regulación de la activi-
dad minera se encuentra conformada por el 
conjunto de principios y reglas jurídicas, eco-
nómicas, técnicas y ambientales propias de 
dicha actividad, que rigen la titularidad de las 
minas, las relaciones que se establecen entre 
el Estado y los propietarios de los inmuebles 
donde se encuentran las minas, cuando este 
no es tal propietario, las modalidades de ex-
ploración y explotación, tanto directamente 
por el Estado como por terceros, así como 
las relaciones que pueden surgir entre estos, 
con sujeción a las condiciones que permitan 
el aprovechamiento económico eficiente y 
el desarrollo sostenible de la actividad.

Es así como se puede afirmar sin duda algu-
na, que el régimen de las minas se encuentra 
integrado por un componente jurídico, uno 
económico, el técnico y otro ambiental que 
se complementan para originar una regula-
ción capaz de garantizar la eficiencia eco-
nómica, la satisfacción del interés general y 
la sostenibilidad de la actividad empresarial. 

Dichas circunstancias justificaron la modifica-
ción de un ordenamiento jurídico que estuvo 
sin mayores cambios desde la primera mitad 
del siglo XX y que ha sido objeto de una im-
portante reforma hacia comienzos del siglo 
XXI, a la que la doctrina científica no le ha 
dedicado el tiempo de reflexión necesario.

Es por ello que se va a analizar cuál ha sido 
el desarrollo de la actividad minera en los 
tiempos recientes, que ha transitado de un 
régimen jurídico cuya construcción se inició 
hace más de siglo y medio, contando con 
un nivel de evolución que quedó plasmado 
en la Ley de Minas y el Reglamento de la Ley 
de Minas1, así como en la expedición del De-
creto Nº 2039, mediante el cual se estable-

1  Gaceta Oficial Nº 121, (18/1/1945).
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ció la denominada «reserva residual», de las 
actividades de exploración y explotación de 
todos los minerales en el territorio nacional, 
que no hubieren sido reservados previamen-
te2.

Ese modelo de regulación fue sustituido por 
el Decreto con rango y fuerza de Ley de Mi-
nas3, dictado de manera concomitante al 
debate llevado a cabo en el proceso cons-
tituyente, que condujo a la expedición de 
la Constitución de 19994 y al posterior Regla-
mento de la Ley de Minas5, que han venido a 
transformar el régimen de propiedad de las 
minas, de su administración, así como de los 
títulos habilitantes para la exploración, la ex-
plotación y la comercialización. 

Esto llevará a efectuar un análisis de la trans-
formación de la regulación minera, con la 
finalidad de estudiar cuál es su grado de in-
cidencia en la posibilidad de otorgar conce-
siones a los particulares en este sector eco-
nómico, así como de las limitaciones que se 
pueden establecer al ejercicio de la iniciati-
va privada.

Para una mayor claridad en la exposición, se 
dividirá el presente estudio en los siguientes 
aspectos a saber: la regulación en la Ley de 
Minas de 1999 (II); la regulación de las activi-
dades minero auríferas (III); los aspectos de la 
regulación aurífera que introduce la reforma 
de 2014 (IV); la regulación del sector carbo-
nífero que surge de la aplicación del Decre-
to con rango, valor y fuerza de ley orgánica 
que reserva al Estado las actividades de ex-
ploración y explotación del oro y demás mi-
nerales estratégicos (V); y, las consideracio-
nes finales (VI).

II. La regulación en la Ley de Minas de
1999

A mediados de la década de los ochen-
ta del siglo XX, la Comisión Permanente de 

2  Gaceta Oficial Nº 31.175, (15/2/1977).
3  Gaceta Oficial Nº 5.382, (28/9/1999).
4  Gaceta Oficial Nº 5.453, (24/3/2000).
5  Gaceta Oficial Nº 37.155, (9/3/2001).

Energía y Minas de la Cámara de Diputados 
del Congreso de la República constituyó una 
subcomisión especial para elaborar un ante-
proyecto de reforma de la Ley de Minas6.

Una década después se introdujo un pro-
yecto de Ley Orgánica de Minas, el día 28 
de noviembre de 1996 y luego se presentó 
un nuevo proyecto de reforma de la Ley de 
Minas, el día 25 de junio de 1997.

Estos constituyen los antecedentes del cam-
bio del régimen jurídico en la Ley de Minas, 
que se produce de manera simultánea al 
debate constituyente que conduciría a la 
Constitución de 1999, lo que permite encon-
trar la coherencia entre ambos textos. 

Es así como la Ley declaró que «las minas 
o yacimientos minerales de cualquier clase
existentes en el territorio nacional pertene-
cen a la República, son bienes del dominio
público y, por tanto, inalienables e impres-
criptibles»7 y seguidamente también declara
de utilidad pública la materia minera8.

La intención expresa de la Ley es eliminar al-
gunas de las tradicionales figuras del Dere-
cho Minero en Venezuela, tal como se afirma 
en el texto de la exposición de motivos de la 
misma, al señalar que «el proyecto adopta 
el sistema dominial que comprende las dos 
modalidades mencionadas anteriormente, 
es decir, la explotación directa o explotación 
mediante concesiones facultativas, en con-
secuencia, esto provoca la eliminación del 
sistema regalista y desaparecen por tanto las 
figuras del denuncio, la exploración libre, la 
explotación exclusiva y el libre aprovecha-
miento».

Las actividades de exploración, explotación 
y aprovechamiento de los recursos minerales, 
sólo podrán hacerse mediante las siguientes 
modalidades9: 

6  E. Amorer, (1998: pp. 74-75).
7  Artículo 2 de la Ley de Minas.
8  Artículo 3 de la Ley de Minas.
9  Artículo 7 de la Ley de Minas.
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a) Directamente por el Ejecutivo Nacional; 
b) Concesiones de exploración y subsiguien-
te explotación;
c) Autorizaciones de explotación para el 
ejercicio de la pequeña minería;
d) Mancomunidades mineras; y, 
e) Minería artesanal. 

Las modalidades mencionadas serán anali-
zadas inmediatamente, con la finalidad de 
precisar en cuáles de ellas se admite la parti-
cipación privada.

i.	 El marco general de los derechos mi-
neros

Todos los derechos mineros son temporales, 
se ejercen dentro de los límites geográficos 
determinados y conforme a los términos de 
la ley y demás disposiciones aplicables. 

En principio, toda persona, natural o jurídica, 
nacional o extranjera, domiciliada en el país 
podrá obtener derechos mineros, para reali-
zar las actividades señaladas en la ley10.

No obstante, la ley establece dos catego-
rías de inhabilitaciones: Las temporales y las 
permanentes: En la primera, es decir, de in-
habilitados temporalmente para aspirar a 
obtener los derechos mineros, ni por sí, ni por 
interpuesta persona, salvo por herencia o le-
gado, se encuentran los miembros del Poder 
Público Nacional, Estadal o Municipal11.

En la segunda, de inhabilitados permanentes 
estarían los gobiernos extranjeros, que no po-
drán ser titulares de derechos mineros dentro 
del territorio nacional12. Cuando se trate de 
entes que dependan de dichos gobiernos o 
de empresas en las cuales ellos tengan una 
participación tal que, en virtud del capital o 
estatutos, les confiera el control de la empre-
sa, para el otorgamiento del derecho mine-
ro, requerirán de la aprobación previa del 
Congreso de la República. 

10  Artículo 17 de la Ley de Minas.
11  Artículos 20 y 21 de la Ley de Minas.
12  Artículo 22 de la Ley de Minas.

ii.	 La reserva al Estado de la actividad 
minera 

Cuando el Ejecutivo Nacional lo considere 
conveniente al interés público podrá reser-
varse mediante Decreto, determinadas sus-
tancias minerales y áreas que las contengan, 
para explorarlas o explotarlas directamente 
por órgano del Ministerio de Industrias Bási-
cas y Minería, o mediante empresas de la ex-
clusiva propiedad de la República13.

Al analizar la reserva sobre la actividad mi-
nera, la doctrina científica ha señalado que 
esta implica el «ejercicio exclusivo por el Eje-
cutivo Nacional»14, lo que también puede 
ocurrir con las actividades conexas respecto 
a determinados minerales, siempre que así 
convenga al interés público15. 

iii.	 Las concesiones de exploración y ex-
plotación mineras

La concesión minera es el acto jurídico uni-
lateral expedido por el Ejecutivo Nacional, 
mediante el cual se otorgan a su titular los 
derechos exclusivos a la exploración y explo-
tación y se le imponen obligaciones, para el 
aprovechamiento de los recursos o sustan-
cias minerales, que se encuentren dentro del 
ámbito espacial concedido16. 

Las concesiones que otorgue el Ejecutivo Na-
cional conforme a la ley, serán únicamente 
de exploración y subsiguiente explotación, su 
duración no debe exceder de 20 años17, con-
tados a partir de la fecha de la publicación 
del Certificado de Explotación en la Gaceta 
Oficial, pudiendo prorrogarse su duración por 
períodos sucesivos no mayores de 10 años, si 
así lo solicitase el concesionario cuando se 
encontrare solvente, dentro de los 3 años 
anteriores al vencimiento del período inicial 
y el Ministerio de Industrias Básicas y Minería 

13  Artículo 23 de la Ley de Minas.
14  A. R. Brewer-Carías, (2007a: pp. 516-517).
15  Artículo 86 de la Ley de Minas.
16  Artículo 24 de la Ley de Minas.
17  El carácter temporal de las concesiones tiene anclaje 
en el artículo 113 de la Constitución.
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lo considerase pertinente, debiendo decidir 
dentro del lapso de 6 meses. En caso de no 
producirse la notificación oportunamente, se 
entenderá otorgada la prórroga (presunción 
de silencio positivo). Esta podrá exceder del 
período original otorgado18.

Si el Ejecutivo Nacional estuviese dispuesto a 
efectuar actividades mineras sobre minerales 
no otorgados en el ámbito de una concesión 
podrá hacerlo directamente o mediante las 
modalidades previstas en la ley19, sin perjui-
cio de las actividades del concesionario. De 
acogerse la modalidad de la concesión, el 
concesionario original tendrá derecho prefe-
rente para obtener la concesión en igualdad 
de condiciones20. 

El derecho de exploración y de explotación 
que se deriva de la concesión es un derecho 
real inmueble y puede ser enajenado, gra-
vado, arrendado, sub-arrendado, traspasa-
do o ser objeto de sub-contrataciones para 
la explotación, siempre que medie permiso 
previo otorgado por el Ministerio de Industrias 
Básicas y Minería, y que se demuestre efecti-
vamente que la negociación cuya autoriza-
ción se solicita, se hará exclusivamente para 
el eficiente desarrollo del proyecto de explo-
tación, previamente aprobado por este Mi-
nisterio, dentro de los lapsos autorizados para 
la ejecución del mismo21. 

El Ministerio de Industrias Básicas y Minería 
no autorizará ninguna de las negociaciones 
previstas en la Ley, si el concesionario no ha 
realizado las actividades previas y las inver-
siones requeridas para la presentación del 
programa de desarrollo y explotación, el 
cual deberá consignarse 30 días antes de ini-
ciar la explotación. 

Dentro del lapso de 45 días continuos, conta-
dos a partir de la recepción de la solicitud, el 
Ministerio de Industrias Básicas y Minería de-
berá decidir sobre los permisos solicitados y 

18  Artículo 25 de la Ley de Minas.
19  Artículo 7 de la Ley de Minas.
20  Artículo 27 de la Ley de Minas.
21  Artículo 29 de la Ley de Minas.

en caso de no producirse la decisión expresa 
en el lapso indicado, se considera que opera 
una presunción de denegación22. 

Todo acto jurídico que tenga por objeto la 
concesión o que de algún modo la afecte, 
respetará la indivisibilidad de la misma. Los 
traspasos parciales no surtirán efecto respec-
to del Ejecutivo Nacional, pero quedan a sal-
vo de esa excepción, cuando versen sobre 
el derecho proindiviso de los cotitulares, en 
cuyo caso los cesionarios responderán soli-
dariamente del pago de la totalidad de los 
impuestos y del cumplimiento de las demás 
obligaciones que apareja la concesión23. 

El título de las concesiones de exploración 
y explotación deberá contener los siguien-
tes señalamientos: duración del período de 
exploración y de explotación; ubicación, 
extensión y alinderamiento del área conce-
dida, ventajas especiales convenidas y toda 
otra circunstancia que defina, de mane-
ra precisa, las condiciones de la concesión 
otorgada24. 

En todo título minero se considera implícita 
la condición, de que las dudas y controver-
sias de cualquier naturaleza que puedan 
suscitarse con motivo de la concesión y que 
no puedan ser resueltas amigablemente por 
ambas partes, incluido el arbitraje, serán de-
cididas por los tribunales competentes de la 
República, de conformidad con sus leyes, sin 
que por ningún motivo ni causa puedan dar 
origen a reclamaciones extranjeras25.

iv.	 El procedimiento administrativo para 
las concesiones

Quien aspire al otorgamiento de una con-
cesión minera debe dirigir una solicitud que 
cumpla los requisitos legales, al Ministerio de 
Industrias Básicas y Minería, para que la ad-
mita o la rechace. En caso de no haberse 

22  Artículo 30 de la Ley de Minas.
23  Artículo 31 de la Ley de Minas.
24  Artículo 32 de la Ley de Minas.
25  Artículos 151 de la Constitución y 33 de la Ley de Mi-
nas.
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cumplido alguno de los requisitos, le notifica-
rá al interesado para que subsane la omisión 
en el plazo indicado y de no producirse la 
misma, procederá a inadmitir la solicitud26.
 
El solicitante deberá acreditar ante el Minis-
terio de Industrias Básicas y Minería su ca-
pacidad técnica, económica y financiera, 
para explorar y explotar eficientemente el 
área solicitada en concesión27.

El Ministerio de Industrias Básicas y Minería ad-
mitirá o rechazará la solicitud de concesión 
y notificará al interesado su decisión dentro 
de un lapso de 40 días continuos, contados 
a partir de la obtención de la autorización 
de ocupación del territorio expedida por el 
Ministerio del Ambiente28.

Una vez admitida una solicitud de conce-
sión, no se admitirá otra para el mismo mine-
ral y en el mismo lote, salvo que la anterior 
hubiere sido negada29. Luego de efectuadas 
las publicaciones, el solicitante dispondrá de 
un lapso de 5 días continuos siguientes a la 
última de las publicaciones, para consignar 
ante el Ministerio de Industrias Básicas y Mine-
ría, sendos ejemplares de dichas publicacio-
nes, en caso contrario, se paralizará el pro-
cedimiento y quedará sujeto a la perención 
conforme a la ley30.

Podrán oponerse al otorgamiento de la con-
cesión quienes tengan una concesión otor-
gada en la misma área; o pudieren resultar 
invadidos parcialmente en dicha área de 
otorgarse la concesión solicitada y cualquier 
otro titular de un derecho minero, que pue-
da resultar afectado en razón del área y del 
mineral solicitado31. 

Otorgada la concesión si se han cumplido 
todos los requisitos establecidos, se expedirá 
el título de exploración mediante resolución 

26  Artículos 40 y 41 de la Ley de Minas, 10 y 11 del Regla-
mento.
27  Artículo 13 del Reglamento de la Ley de Minas.
28  Artículos 10 y 12 del Reglamento de la Ley de Minas.
29  Artículos 40 y 41 de la Ley de Minas.
30  Artículo 14 del Reglamento de la Ley de Minas.
31  Artículo 42, parágrafo único de la Ley de Minas.

que se publicará y que luego deberá ser pro-
tocolizada, en la Oficina Subalterna de Re-
gistro de circunscripción de ubicación de la 
concesión32.

v.	 Los derechos otorgados por la conce-
sión de exploración

La concesión de exploración y subsiguiente 
explotación confiere al concesionario, sus 
herederos o causahabientes, durante el pe-
ríodo exploratorio, el derecho exclusivo de 
explorar el área concedida y de elegir para 
su explotación la superficie que determine el 
estudio de factibilidad técnico, financiero y 
ambiental, pero en ningún caso dicha super-
ficie será mayor de la mitad del área con-
cedida para la exploración en parcelas que 
dentro de ellas seleccionare y no podrán ex-
ceder de 513 hectáreas cada una, según el 
plano general que deberá presentarse al Mi-
nisterio de Industrias Básicas y Minería33.
 
El período de la exploración tendrá una du-
ración no mayor de 3 años, que se determi-
nará en el Título Minero respectivo, de acuer-
do con la naturaleza del mineral de que se 
trate, el cronograma de actividades y de 
inversión presentado por el solicitante de la 
concesión, así como de las demás circuns-
tancias pertinentes pudiendo ser prorrogado 
por una sola vez y por un lapso no mayor de 
1 año34. 

El concesionario debe presentar un estudio 
de factibilidad técnico, financiero y ambien-
tal de la concesión y cualquier otra informa-
ción sobre las actividades que para el apro-
vechamiento del mineral se proponga llevar 
a cabo, dentro del lapso de exploración 
contemplado en la Ley. 

El estudio de factibilidad técnico, financiero 
y ambiental que deba presentar el conce-
sionario será realizado de acuerdo con los 
instructivos elaborados por los Ministerios de 
Industrias Básicas y Minería; y del Ambiente y 

32  Artículo 45 de la Ley de Minas.
33  Artículo 48 de la Ley de Minas.
34  Artículos 49 de la Ley de Minas y 20 del Reglamento.
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se le acompañará el plano de cada unidad 
parcelaria seleccionada, en coordenadas 
Universal Transversal Mercator (U.T.M.)35.

En caso que el estudio no sea conformado 
por el Ministerio de Industrias Básicas y Mine-
ría, lo notificará al concesionario por acto 
debidamente motivado y este dispondrá de 
hasta 90 días continuos para la presentación 
de un nuevo estudio36.

Cuando se admitan los planos y sea con-
formado el estudio de factibilidad técnico, 
financiero y ambiental, el Ministerio de Indus-
trias Básicas y Minería otorgará el Certificado 
de Explotación correspondiente y la Direc-
ción General de Minas expedirá al interesa-
do la planilla de liquidación por concepto 
de tasa de Ley del Timbre Fiscal, para que se 
realice el pago y la consignación de la pla-
nilla, dentro de los diez 10 días continuos, del 
lapso de 30 días establecido para la expedi-
ción del Certificado de Explotación previsto 
en la Ley37.

Antes de iniciar la actividad exploratoria, el 
concesionario presentará ante el Ministerio 
de Industrias Básicas y Minería un programa 
de exploración del área de la concesión, 
con su respectivo cronograma de ejecución 
y el plan de inversión para el período a que 
se refiere la ley38.

El concesionario puede solicitar la prórro-
ga del período exploratorio, siempre que se 
haga dentro de los 180 días continuos ante-
riores al vencimiento de dicho período. A los 
efectos del otorgamiento de la prórroga del 
período exploratorio, se oirá la opinión de la 
Inspectoría Fiscal competente39.

vi.	 La realización de otras actividades du-
rante la exploración 

La autorización para la venta de minerales 

35  Artículo 24 del Reglamento de la Ley de Minas.
36  Artículo 52 de la Ley de Minas.
37  Artículo 25 del Reglamento de la Ley de Minas.
38  Artículos 49 de la Ley de Minas y 21 del Reglamento.
39  Artículo 23 de la Ley de Minas.

obtenidos como producto de la explora-
ción deberá ser solicitada ante la máxima 
autoridad del Ministerio de Industrias Básicas 
y Minería en la zona respectiva, quien para 
otorgarla deberá inspeccionar previamente 
el área y de ello dejará constancia escrita. 
El mineral extraído para su circulación y co-
mercialización se someterá a las disposicio-
nes correspondientes40.

Salvo lo dispuesto en la ley, el concesionario 
no podrá realizar labores de explotación en 
la fase exploratoria, so pena de las sanciones 
previstas en la Ley de Minas41.

vii.	 La concesión de la explotación 

Una concesión se considera que está en ex-
plotación, cuando se está extrayendo de 
las minas las sustancias que la integran o ha-
ciéndose lo necesario para ello, con ánimo 
inequívoco de aprovechamiento económi-
co de las mismas y en proporción a la natu-
raleza de la sustancia y la magnitud del ya-
cimiento42.

Antes de iniciar la explotación, el concesio-
nario debe acreditar ante el Ministerio de 
Industrias Básicas y Minería mediante copia 
certificada, el cumplimiento de las fianzas 
que garanticen la reparación de los daños 
ambientales, que puedan causarse con mo-
tivo de dicha explotación43.

El concesionario presentará a satisfacción 
del Ministerio de Industrias Básicas y Minería 
antes de iniciar la explotación, fianza de fiel 
cumplimiento del programa de desarrollo y 
explotación otorgada por bancos o empre-
sas de seguro de reconocida solvencia, por 
un monto equivalente al cinco por ciento 
(5%) de los ingresos estimados de las ventas 
anuales. Esta fianza será renovada y actuali-
zada cada año. El Ministerio ordenará la eje-
cución de la fianza en caso de paralización 

40  Artículos 57 de la Ley de Minas y 26 del Reglamento.
41  Artículos 57 y 109 de la Ley de Minas y 27 del Regla-
mento.
42  Artículo 58 de la Ley de Minas.
43  Artículo 59 de la Ley de Minas.
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por más de 6 meses de las actividades, sin 
que haya existido causa justificada44.

Las parcelas objeto de los derechos mineros 
deben ponerse en explotación en un lapso 
máximo de 7 años contados a partir de la 
fecha de la publicación del respectivo cer-
tificado en la Gaceta Oficial. La explotación 
de la concesión no podrá ser paralizada sino 
por causa justificada y por un lapso no mayor 
de 1 año, excepto por caso fortuito o de fuer-
za mayor que deberán ser comunicados al 
Ministerio de Industrias Básicas y Minería, que 
se pronunciará al respecto. Sin embargo, du-
rante el lapso de la paralización, el titular del 
derecho continuará aquellas actividades y 
trabajos necesarios para la preservación de 
los mismos45.

Si durante la explotación el titular del dere-
cho minero encontrare minerales diferentes 
a los reconocidos en su título, él estará obli-
gado a comunicarlo de inmediato al Ministe-
rio de Industrias Básicas y Minería, que podrá 
disponer su explotación conforme a lo esta-
blecido en la ley teniendo el concesionario 
derecho preferente, en caso de que la mis-
ma no sea ejercida directamente por el Eje-
cutivo Nacional.

Cuando el titular de un derecho minero co-
municare al Ministerio de Industrias Básicas y 
Minería el hallazgo de un mineral distinto al 
otorgado, deberá manifestar en el mismo 
acto su interés o no en ejercer el derecho de 
preferencia. El Ministerio de Industrias Básicas 
y Minería deberá en un lapso de 30 días con-
tinuos siguientes a la recepción de dicha co-
municación, manifestarle al concesionario si 
el Ejecutivo Nacional tiene interés o no en la 
explotación del mineral. En caso de ser afir-
mativo se procederá conforme a lo estable-
cido en la Ley46.

En el caso de que el ejercicio de la explota-
ción le correspondiere al concesionario, en 
virtud de haber ejercido derecho preferen-

44  Artículo 60 de la Ley de Minas.
45  Artículo 61 de la Ley de Minas.
46  Artículo 28 del Reglamento de la Ley de Minas.

cial para ello, bastará que este celebre Con-
venio con el Ministerio de Industrias Básicas y 
Minería47.

Cuando el nuevo mineral encontrado se en-
cuentre asociado con el mineral concedido, 
de tal manera que el primero no pueda ser 
extraído sin explotar el segundo, el Ministerio 
de Industrias Básicas y Minería podrá cele-
brar con el concesionario un Convenio para 
el aprovechamiento del nuevo mineral ex-
traído, sin afectar los derechos del concesio-
nario a la explotación del mineral concedido 
originalmente, atendiendo a los costos que la 
operación pueda significar y el impacto que 
pueda tener el aprovechamiento del nuevo 
mineral en la economía del proyecto48.

El Convenio se sujetará a los requisitos exigi-
dos para el otorgamiento de concesiones, 
en cuanto le fueren aplicables y se procura-
rá establecer las condiciones que no debe-
rán ser menos favorables a las establecidas 
en el título habilitante anterior49.

En aquellos casos de paralización de la ex-
plotación de una concesión por causa jus-
tificada, -excepto en los supuestos de caso 
fortuito o de fuerza mayor-, el concesionario 
deberá continuar realizando los trabajos ne-
cesarios para la preservación de la conce-
sión, de no actuar así, el Ministerio de Indus-
trias Básicas y Minería ordenará la ejecución 
de los trabajos pertinentes y estos serán reali-
zados a costa del concesionario50.

Cuando se encuentren indicios de que ex-
ploraciones iniciadas legalmente se han 
convertido en explotaciones, o que el con-
cesionario, explote minerales distintos a los 
contemplados en el Certificado de Explo-
tación, se procederá conforme al procedi-
miento de fiscalización y control, y si se com-
prueba la comisión de las irregularidades, se 
aplicarán las sanciones establecidas en la 

47  Artículo 62 de la Ley de Minas.
48  Artículo 29 del Reglamento de la Ley de Minas.
49  Artículo 30 del Reglamento de la Ley de Minas.
50  Artículo 31 del Reglamento de la Ley de Minas.
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ley51.

viii.	 La pequeña minería

Se considera como pequeña minería a la 
actividad ejercida por personas naturales o 
jurídicas de nacionalidad venezolana para 
la explotación de oro y diamante, durante 
un período que no excederá de 10 años, en 
áreas geográficas previamente establecidas 
mediante resolución, por el Ministerio de In-
dustrias Básicas y Minería, cuya superficie no 
sea mayor de 10 hectáreas y que será explo-
tada por un número no mayor de 30 trabaja-
dores individuales52.

El derecho de explotación que se deriva del 
ejercicio de la actividad de la pequeña mi-
nería es a título precario, se otorga intuitu 
personae y no confiere derechos reales in-
muebles, por lo que no podrá ser enajenado, 
gravado, arrendado, traspasado ni cedido; 
salvo su aporte al fondo social constituido 
para la formación de mancomunidades mi-
neras.

La resolución que autoriza el ejercicio de di-
cha actividad de explotación podrá ser re-
vocada por el Ejecutivo Nacional, en caso 
de que se desnaturalice el objeto para el 
cual fue otorgada53 o cuando los beneficia-
rios incurran en actos que conlleven a la de-
gradación del medio ambiente, quedando 
obligados a reparar íntegramente el daño 
causado54.

La pequeña minería sólo se ejercerá bajo la 
modalidad de autorización de explotación, 
otorgada por el Ministerio de Industrias Bási-
cas y Minería mediante resolución que se pu-
blicará en la Gaceta Oficial y que indicará 
el nombre o denominación social del titular 
del derecho, tipo de mineral a ser explota-
do, lapso de vigencia, extensión, ubicación 
del área y cualquier otro dato que permita 

51  Artículos 109 de la Ley de Minas y artículo 32 del Regla-
mento.
52  Artículo 64 de la Ley de Minas.
53  Artículo 67 de la Ley de Minas.
54  Artículo 52 del Reglamento.

la mejor precisión de la autorización otorga-
da55. 

La autorización de explotación se otorgará 
sobre los depósitos de minerales que por su 
naturaleza, dimensión, ubicación y utilidad 
económica puedan ser explotados, inde-
pendientemente de los trabajos previos de 
exploración56.

Las personas que estén explotando las minas 
que puedan ser sometidas al régimen de la 
pequeña minería tienen prioridad para obte-
ner la autorización de explotación en aque-
llas áreas donde se encuentren ejerciendo 
dichas labores, siempre que no contraven-
gan la normativa ambiental y la de ordena-
ción del territorio, previa constatación de tal 
circunstancia por el Ministerio de Industrias 
Básicas y Minería57.

La persona interesada en obtener la auto-
rización debe efectuar una solicitud al Mi-
nisterio de Industrias Básicas y Minería, que 
debe llenar todos los requisitos legales y este 
deberá proceder a efectuar la solicitud de 
ocupación del territorio al Ministerio del Am-
biente, para luego efectuar las publicacio-
nes preceptivamente contempladas a los 
fines de garantizar la posibilidad de ejercer 
la oposición, a quienes se consideren con 
mejor derecho58.

El Ministerio de Industrias Básicas y Minería de-
berá tomar en cuenta para otorgar la autori-
zación de explotación para el ejercicio de la 
pequeña minería, los niveles de inversión re-
querida para el desarrollo de las actividades 
y la producción esperada de las mismas. Las 
inversiones se determinan en relación con 
las maquinarias y equipos; mientras la ca-
pacidad de producción estará íntimamente 
vinculada a lo establecido en el proyecto 
minero, que deberá ser presentado por los 
interesados conjuntamente con la solicitud 

55  Artículo 68 de la Ley de Minas.
56  Artículo 69 de la Ley de Minas.
57  Artículo 70 de la Ley de Minas.
58  Artículos 71 y 72 de la Ley de Minas.
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correspondiente59.

Las personas naturales o jurídicas sólo podrán 
obtener la autorización de explotación para 
ejercer la actividad de pequeña minería60.

Los accionistas de las personas jurídicas titu-
lares de autorizaciones de explotación, para 
el ejercicio de la actividad de pequeña mi-
nería, no podrán formar parte de otras perso-
nas jurídicas que aspiren al otorgamiento de 
las mismas, a menos que se constituyan en 
mancomunidades mineras61.

La superficie y duración de la autorización 
de explotación se adecuarán en función de 
la capacidad técnica y económica del soli-
citante62.

Los beneficiarios de una autorización de ex-
plotación deberán mantener identificados 
los equipos, depósitos de combustible y cam-
pamentos de los trabajadores, mediante nu-
meración y siglas en situación y dimensiones 
que al efecto dicte el Ministerio de Industrias 
Básicas y Minería. Esta información deberá 
ser actualizada por el beneficiario de la au-
torización de explotación, por lo menos, una 
vez al año63. También deberán delimitar el 
área otorgada, con postes o botalones fijos 
y numerados, de material perdurable, ubica-
dos en los vértices del área, la cual deberá 
coincidir y estar identificada con las respecti-
vas coordenadas en la resolución de otorga-
miento de la autorización64.

Se encuentra expresamente prohibido den-
tro de las áreas sometidas al régimen de 
pequeña minería, el uso de mercurio como 
técnica de obtención del concentrado aurí-
fero o de tratamiento del mineral en los fren-
tes de extracción. El uso de mercurio en las 
plantas de procesamiento, para la separa-
ción del oro contenido en el concentrado, 
sólo se hará cuando se justifique como única 

59  Artículo 38 del Reglamento.
60  Artículo 39 del Reglamento.
61  Artículo 40 del Reglamento.
62  Artículo 41 del Reglamento.
63  Artículo 48 del Reglamento.
64  Artículo 50 del Reglamento.

técnica accesible a tales fines, siempre con 
sujeción a la normativa ambiental y sanitaria, 
relativa al uso y manejo de estas sustancias u 
otras similares65.

Las actividades de la pequeña minería se 
someterán a las normas que establezca el 
Ministerio de Industrias Básicas y Minería me-
diante resolución, todo ello con acatamien-
to a las regulaciones ambientales66, así como 
de las condiciones sanitarias y de seguridad 
industrial, requeridas para el normal desarro-
llo de las labores de explotación67.

ix.	 Las mancomunidades mineras

La mancomunidad minera consiste en la 
agrupación de pequeños mineros en diver-
sas zonas de un mismo yacimiento o de varios 
de estos, ubicados de tal manera que permi-
ta la utilización conjunta de todos o parte de 
los servicios necesarios para su aprovecha-
miento, en ejercicio de la actividad minera.

Con el fin de obtener un mejor aprovecha-
miento de los recursos mineros, facilitar las 
operaciones técnicas, de mejorar el rendi-
miento de las explotaciones y proteger los 
recursos naturales y el ambiente, el Estado 
propiciará la construcción de mancomuni-
dades mineras68.

Los titulares de autorizaciones de explota-
ción, interesados en la formación de una 
mancomunidad deberán hacer la solicitud 
ante el Ministerio de Industrias Básicas y Mine-
ría, así como acompañar el proyecto minero 
que justifique las ventajas que se deriven de 
la formación de la mancomunidad minera, 
con expresión de las condiciones técnicas, 
económicas y la repercusión social de la 
misma; proyecto del convenio entre los inte-
resados, del acta constitutiva que regule la 
forma societaria adoptada y planos del área 
a desarrollar, quedando subrogada la man-
comunidad en los derechos mineros de los 

65  Artículo 51 del Reglamento.
66  Artículo 53 del Reglamento.
67  Artículo 54 del Reglamento.
68  Artículo 77 de la Ley de Minas.
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integrantes de la misma69.

Los beneficiarios de autorizaciones de explo-
tación que aspiren la constitución de una 
mancomunidad minera podrán presentar 
su solicitud, de conformidad con los requisi-
tos exigidos en la ley y la identificación de 
la autorización de explotación y además de-
berán estar solventes con sus obligaciones 
tributarias y ambientales70.

Constituye un requisito insoslayable para soli-
citar la constitución de una mancomunidad 
minera, que las autorizaciones de explota-
ción deberán estar en producción compro-
bable, por lo menos en los últimos 3 meses, 
antes de la fecha de la solicitud de manco-
munidad71.

Una vez recibida la solicitud de mancomu-
nidad minera, el Ministerio de Industrias Bá-
sicas y Minería procederá a su análisis, a fin 
de comprobar si reúne todos los requisitos 
exigidos en la ley y de ser el caso procederá 
a dictar la resolución aprobatoria. En el su-
puesto de encontrar fallas en la solicitud de 
mancomunidad minera, se devolverá al in-
teresado para que proceda a subsanarlas, 
dentro de un lapso de 30 días continuos. Si 
en este lapso no se hubieren subsanado las 
fallas o realizado las correcciones, el Ministe-
rio de Industrias Básicas y Minería, mediante 
acto debidamente motivado declarará re-
chazada la solicitud y así se notificará al soli-
citante72.

La resolución que apruebe o niegue la cons-
titución de la mancomunidad minera será re-
mitida para su publicación en la Gaceta Ofi-
cial, dentro de los 5 días continuos siguientes 
al vencimiento del lapso para su expedición. 
En la resolución aprobatoria se expresarán 
las particularidades a las cuales deberá suje-
tarse la mancomunidad minera, de acuerdo 
a lo establecido en la legislación73.

69  Artículo 78 de la Ley de Minas.
70  Artículos 56 y 57 del Reglamento.
71  Artículo 58 del Reglamento.
72  Artículos 60 y 61 del Reglamento.
73  Artículos 62 y 63 del Reglamento.

x.	 La minería artesanal

La minería artesanal es aquella que se ca-
racteriza por el trabajo personal y directo en 
la explotación de oro y diamante de aluvión, 
mediante equipos manuales, simples, portá-
tiles, con técnicas de extracción y procesa-
miento rudimentarios y que sólo puede ser 
ejercida por personas naturales de naciona-
lidad venezolana74.

El Estado prestará asesoramiento técnico 
para el ejercicio de la minería artesanal y su 
desarrollo hacia niveles superiores de la ac-
tividad. El Ejecutivo Nacional mediante de-
creto, señalará las áreas especialmente des-
tinadas para el ejercicio de esta actividad75.

Las personas que pretenden ejercer la mine-
ría artesanal deberán inscribirse en el Registro 
que a tal efecto deberá llevar la Inspectoría 
Fiscal competente, e informar a esta, el área 
donde desean explotar dicha actividad. La 
Inspectoría Fiscal expedirá al interesado la 
identificación que le acredite como minero 
artesanal76.

El material requerido para la identificación 
será suministrado por el Ministerio de Indus-
trias Básicas y Minería a la Inspectoría Fiscal 
correspondiente. Al interesado, debidamen-
te registrado se le abrirá un expediente, in-
dicando: nombre, cédula de identidad, lo-
calidad y jurisdicción fiscal de minas que le 
corresponda, todo ello, a los fines de contro-
lar la producción y declaración fiscal del mi-
neral producido77.

La minería artesanal únicamente podrá reali-
zarse con los siguientes instrumentos: equipos 
manuales, simples, portátiles, no mecánicos 
y rudimentarios, tales como barras de hierro, 
picos, palas, palines, bateas, suruca, tobos y 
cualquier otro que cumpla con las especifi-
caciones de carácter técnico, debidamen-

74  Artículo 82 de la Ley de Minas.
75  Artículo 83 de la Ley de Minas.
76  Artículo 65 del Reglamento.
77  Artículo 66 del Reglamento.
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te establecidas por el Ministerio de Industrias 
Básicas y Minería, todo ello con acatamiento 
a la normativa ambiental, sanitaria y demás 
disposiciones que le sean aplicables78.

xi.	 Las actividades conexas o auxiliares 
de la minería

Se consideran actividades conexas o auxilia-
res de la actividad minera, el almacenamien-
to, la tenencia, el beneficio, el transporte, la 
circulación y el comercio de los minerales, 
que estarán sometidas a la vigilancia, ins-
pección y reglamentación por parte del Eje-
cutivo Nacional. 

Cuando así convenga al interés público, el 
Ejecutivo Nacional podrá reservarse median-
te decreto, cualquiera de dichas actividades 
con respecto a determinados minerales79.

En el caso que las actividades conexas o au-
xiliares de la actividad minera sean presta-
das a terceros como actividad lucrativa, es-
tas revestirán el carácter de servicio público80 
y estarán sujetas al pago de las tarifas que 
establezca el Ministerio de Industrias Básicas 
y Minería81.

1.	 El uso de sustancias explosivas

La persona que pretenda obtener una auto-
rización para el uso de sustancias explosivas 
en las actividades mineras deberá acompa-
ñar a su solicitud, los elementos necesarios 
para que el Ministerio de Industrias Básicas y 
Minería pueda informar al organismo com-
petente sobre la conveniencia de la utiliza-
ción de dichas sustancias, así como de la ca-
lidad y cantidad de las mismas. Así mismo, la 
solicitud deberá acompañarse del plan de 
explotación anual y el patrón de voladura82.

En el manejo de sustancias explosivas y sus 
accesorios, los titulares de derechos mineros 

78  Artículo 67 del Reglamento
79  Artículo 86 de la Ley de Minas.
80  Sobre la concepción actual del servicio público en 
Venezuela, véase J. Araujo-Juárez (2010).
81  Artículo 87 de la Ley de Minas.
82  Artículo 68 del Reglamento.

deberán cumplir con las Normas Mínimas de 
Seguridad Industrial, dictadas por la autori-
dad competente83.

En las minas subterráneas en que se observe 
polvo de carbón o en las cuales se sospeche 
con fundamento la existencia de grisú, sólo 
se usarán los explosivos de seguridad propios 
para estas explotaciones84.

2.	 La circulación y transporte de minera-
les

La circulación de los minerales obtenidos de 
la explotación realizada con sujeción a la 
Ley deberá llevarse a cabo de la manera si-
guiente85:

1. Los minerales deben ser retirados del lu-
gar de explotación, cuando se encuentren 
acompañados de la Guía de circulación nu-
merada y firmada por el titular del derecho 
minero o su representante legal, así como 
visada por el Inspector Fiscal, luego de verifi-
car la existencia del mineral.
2. En los casos de oro, plata, platino y metales 
asociados a este último, diamante y demás 
piedras preciosas, se expedirá una Guía de 
circulación provisional, con el propósito de 
transportar el mineral hasta el lugar de ubi-
cación de la oficina liquidadora de la región. 
Luego de pagado el impuesto de explota-
ción y de emitida la solvencia, se expedirá 
la Guía de circulación definitiva, en el cual 
se indicarán los datos de la planilla de circu-
lación.
3. La Guía de circulación suministrada por el 
Ministerio de Industrias Básicas y Minería debe 
cumplir todos los requisitos contemplados en 
el Reglamento de la Ley y debe elaborarse 
por triplicado, correspondiendo un ejemplar 
al portador o tenedor, uno al Inspector Fiscal 
y otro al titular del derecho minero. 
4. La Guía deberá portarla el transportista y 
una vez que haga la entrega deberá conser-
varla el poseedor86.

83  Artículo 73 del Reglamento.
84  Artículo 71 del Reglamento.
85  Artículo 74 del Reglamento.
86  Artículo 75 del Reglamento.
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5. Si el mineral va a ser objeto de exportación 
deberá cumplir con la normativa aduanera 
y tributaria87.
6. Si el mineral va a ser destinado para la ma-
nufacturación dentro del país, la Guía será 
recibida por el industrial y la firmará para re-
mitirla al Ministerio de Industrias Básicas y Mi-
nería88.
7. El tenedor o poseedor de los minerales 
deberá contar con toda la documentación 
que acredite su procedencia, a los efectos 
de dar cumplimiento a lo establecido en la 
normativa minero ambiental89.
8. Las personas que circulen mineral en con-
travención a lo establecido en el Reglamen-
to serán considerados como que han realiza-
do una explotación ilegal y serán castigados 
conforme a lo establecido en la Ley90.

3.	 El comercio de minerales

Las personas que pretendan ejercer el co-
mercio de oro, plata, platino y metales aso-
ciados a este último, diamantes y otras pie-
dras preciosas; bien sea que los compren 
para revenderlos o exportarlos; para purifi-
carlos, ligarlos o transformarlos de cualquier 
manera, o para industrializarlos; o también 
porque en calidad de comisionistas o de 
agentes exportadores los reciban, por cuen-
ta de otros, en cualquiera de las formas in-
dicadas deberán cumplir con los requisitos 
indicados en la ley91. 

En atención a ello, deben inscribirse en el Mi-
nisterio de Industrias Básicas y Minería, previa 
presentación de la solicitud respectiva y una 
vez inscritos, a los solicitantes se les otorgará 
un número, que deben colocar en el lugar 
más visible de la fachada del establecimien-
to que dé hacia la vía pública.

De la normativa que regula la comercializa-
ción de los minerales se puede inferir que las 
personas tienen un derecho preexistente a la 

87  Artículos 76, 81 y 82 del Reglamento.
88  Artículo 77 del Reglamento.
89  Artículo 83 del Reglamento.
90  Artículo 84 del Reglamento.
91  Artículo 85 del Reglamento.

misma, que pueden ejercer previa solicitud 
de inscripción legalmente formulada, que 
no les puede ser rechazada por el Ministerio 
de Industrias Básicas y Minería92. 

Este debe formar un registro de los comer-
ciantes y debe publicar al menos una vez al 
año en la Gaceta Oficial, la lista de quienes 
integran tal registro. 

El Ministerio de Industrias Básicas y Minería 
podrá extender mediante resolución, el ré-
gimen de comercialización a otros minera-
les distintos de los mencionados en el Regla-
mento93.

4.	 El almacenamiento de minerales

El almacenamiento de los minerales prove-
nientes de las explotaciones, en áreas des-
pejadas o cubiertas deberán cumplir con 
las normas y procedimientos que establezca 
el Ministerio de Industrias Básicas y Minería a 
través de resolución y con las disposiciones 
ambientales que rigen la materia94. 

En lo concerniente a los materiales de cola o 
relave de minas o de las plantas de procedi-
mientos, cuando ello sea técnicamente posi-
ble deben ser depositados en áreas acondi-
cionadas y localizadas en lugares especiales, 
con sujeción a las normas ambientales, a fin 
de ser procesados posteriormente, utilizando 
las técnicas más avanzadas que se encuen-
tren disponibles95.

5.	 El transporte y uso de combustibles

Las personas que sean titulares de derechos 
mineros tienen la obligación de consignar en 
la Inspectoría Técnica Regional, el inventario 
de los equipos que utilice en las actividades 
mineras debiendo detallar la capacidad, 
modelo, cilindrada, serial, horas y número 
de días promedio de utilización, así como 
un estimado del consumo de combustible. 

92  A.R. Brewer-Carías, (2007b: p. 523).
93  Artículo 86 del Reglamento.
94  Artículo 90 del Reglamento.
95  Artículo 91 del Reglamento.
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El Ministerio le expedirá la guía de moviliza-
ción de combustible, que las autorizará para 
la compra de combustible a los distribuidores 
habilitados para ello96. 

xii.	 La extinción de los derechos mineros 

Los derechos mineros adquiridos en contra-
vención de las prohibiciones legales serán 
nulos de pleno derecho y si se producen tras-
pasos a un Estado extranjero operará la ca-
ducidad del derecho97.

Son causales de caducidad de las concesio-
nes las siguientes98:

1. Cuando no se efectúe la exploración den-
tro del lapso previsto en la ley;
2. Cuando no se presenten los planos dentro 
del lapso establecido o durante la prórroga 
que se hubiere otorgado;
3. Cuando no se inicie la explotación dentro 
del lapso legal;
4. Cuando se paralice la explotación por un 
lapso mayor al establecido en la ley;
5. Cuando se produzca el incumplimiento del 
pago durante 1 año, de cualesquiera de los 
impuestos o multas exigibles conforme a la 
ley. Mientras no se dicte la resolución de ca-
ducidad, a instancia del interesado se pue-
de aceptar el pago de los impuestos adeu-
dados y de sus intereses, así como declarar 
extinguida la causal de caducidad;
6. Cuando no se entregue el estudio de fac-
tibilidad técnico, financiero y ambiental en el 
lapso previsto;
7. Cuando se produzca el incumplimiento 
de cualesquiera de las ventajas especiales, 
ofrecidas por el solicitante a la República;
8. Cuando se incurra en más de 3 ocasiones, 
en un período de 6 meses, en infracciones le-
gales que hayan originado la aplicación de 
las sanciones pecuniarias máximas estableci-
das en la ley; y
9. Cualquier otra causal expresamente pre-
vista en el título minero respectivo.

96  Artículos 92 y 93 del Reglamento.
97  Artículo 96 de la Ley de Minas.
98  Artículo 98 de la Ley de Minas.

Son causales de caducidad de las autoriza-
ciones de explotación las siguientes99:

1. La paralización de la explotación por más 
de 1 año, sin causa justificada;
2. La falta de pago durante 1 año de cual-
quiera de los impuestos que les sean apli-
cables o multas exigibles conforme a la ley. 
Mientras no se hubiere dictado la resolución 
correspondiente, se puede aceptar el pago 
de los impuestos adeudados y de sus intere-
ses, así como declarar extinguida la causal 
de caducidad;
3. Incurrir en más de 3 ocasiones, en un perío-
do de 6 meses en infracciones legales, que 
hayan originado la aplicación de las sancio-
nes pecuniarias establecidas en la ley; y 
4. Cualquier otra causal prevista en la Ley o 
en el título minero.

Los derechos mineros se extinguen por el 
vencimiento del término por el cual fueron 
otorgados, sin necesidad de pronunciamien-
to alguno100 y también se extinguen por re-
nuncia que haga el titular mediante escrito 
auténtico y que deberá consignar ante el 
Ministerio de Industrias Básicas y Minería. Una 
vez recibido el mencionado escrito de renun-
cia, se hará constar en una resolución que se 
publicará en la Gaceta Oficial. Si se tienen 
varias, se puede renunciar a una concesión 
y conservar las demás101.

Tanto la extinción de los derechos mineros 
como las caducidades deben ser declara-
das mediante resolución del Ministerio de In-
dustrias Básicas y Minería, que debe ser publi-
cada en la Gaceta Oficial102.

xiii.	 Los bienes utilizados en la actividad 
minera

Las tierras, obras permanentes, incluyendo 
las instalaciones, accesorios y equipos que 
formen parte integral de ellas, así como 
cualesquiera otros bienes muebles o inmue-

99  Artículo 99 de la Ley de Minas.
100  Artículo 97 de la Ley de Minas.
101  Artículo 100 de la Ley de Minas.
102  Artículo 108 de la Ley de Minas.
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bles, tangibles e intangibles, adquiridos con 
destino a las actividades mineras deben ser 
mantenidos y conservados por el titular en 
comprobadas condiciones de buen funcio-
namiento, según los adelantos y principios 
técnicos aplicables, durante todo el término 
de duración de los derechos mineros y de su 
posible prórroga. Estos pasarán en plena pro-
piedad a la República libres de gravámenes 
y cargas, sin indemnización alguna, a partir 
de la extinción de dichos derechos, cual-
quiera sea la causa de la misma103.

El titular de derechos mineros deberá presen-
tar al Ministerio de Industrias Básicas y Minería 
un inventario detallado de todos los bienes 
adquiridos, con destino a las actividades mi-
neras que realice, afectos a ellas, bienes de 
los cuales no podrá disponer en forma algu-
na, sin la previa autorización dada por escri-
to104.

La cesión de un derecho minero conlleva la 
de todos los bienes indicados y las obliga-
ciones asumidas por el cedente de confor-
midad con la ley, por el lapso que reste de 
la duración del derecho minero de que se 
trate105.

En caso de que el titular de derechos mineros 
pretenda utilizar bienes de terceros, deberá 
obtener autorización previa escrita del Minis-
terio de Industrias Básicas y Minería106.

xiv.	 Las zonas libres

Todas las concesiones extinguidas, renuncia-
das, caducadas o aquéllas que sean anula-
das por sentencia serán consideradas zonas 
libres y el Ejecutivo Nacional podrá otorgarlas 
total o parcialmente teniendo o no en cuen-
ta los linderos, de la concesión primitiva107. 

Tanto las zonas libres como las reservas nacio-
nales tienen un procedimiento administrativo 

103  Artículo 102 de la Ley de Minas.
104  Artículo 103 de la Ley de Minas.
105  Artículo 104 de la Ley de Minas.
106  Artículo 105 de la Ley de Minas.
107  Artículo 46 de la Ley de Minas.

especial, para su otorgamiento previsto en la 
propia Ley108. 

III.	 La regulación de las actividades mine-
ro auríferas

El Decreto-Ley que reserva al Estado las ac-
tividades de exploración y explotación del 
Oro, así como las conexas y auxiliares a es-
tas (Decreto-Ley de Estatización)109-110, que 
posteriormente sería modificado al menos 
de manera parcial -producto de otra Ley ha-
bilitante-, introdujo una regulación especial 
de la actividad minera aurífera111. Esta regu-
lación no pasó desapercibida en la doctrina 
científica, que se ha ocupado de estudiar 
tanto el régimen general de la actividad mi-
nera112, como el régimen especial de la acti-
vidad aurífera113.

Esta sucesión de textos normativos vienen a 
modificar el régimen de la actividad aurífera 
minera contenida en la Ley de Minas114, dic-
tada de manera concomitante al debate 
llevado a cabo en el proceso constituyente, 
que condujo a la expedición de la Constitu-
ción de 1999115 y al posterior Reglamento de 
la Ley de Minas116, que habían regulado el 
régimen de propiedad de las mismas, de su 
administración, así como de los títulos jurídi-
cos habilitantes que se podían otorgar a los 
particulares, para la exploración, la explota-
ción y la comercialización de los minerales 
en general.

El Decreto-Ley de Estatización de la activi-
dad aurífera minera continúa la política de 
estatización de las actividades económicas 

108  Artículo 46 de la Ley de Minas.
109  Decreto-Ley (G.O. N° 39.759, 16/09/2011), reformada 
según (G.O. N° 6.063, 15/12/2011).
110  A. R. Brewer-Carías, (2011: pp. 65-77).
111  Ley (G.O. Nº 6.150, 18/11/2014).
112  V. R. Hernández-Mendible, (2012b: pp. 195-270).
113  A.R. Brewer-Carías, (2011: pp. 65-77); A. Figueiras 
Robisco, (2012: pp. 307-309); V. R. Hernández-Mendible, 
(2012a: pp. 295-306); y del mismo autor, (2012b: pp. 385-
410).
114  Ley (Gaceta Oficial Nº 5.382, 28/09/1999).
115  Constitución de la República de Venezuela (G.O. 
Nº 5.453, 24/03/2000, enmendada según G.O. Nº 5.908, 
19/02/2009). 
116  Reglamento (G.O. Nº 37.155, 9/3/2001).
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que viene realizando el Estado y que cuenta 
con antecedentes en las actividades eco-
nómicas petroleras117, eléctricas118, siderúrgi-
cas119  y del cemento120.

Es esta la razón que lleva a analizar cuáles 
han sido las reformas introducidas en la regu-
lación de la explotación aurífera, teniendo 
en consideración que un adecuado marco 
normativo podría servir de aliciente para fo-
mentar la inversión privada en esta actividad 
económica y buscar así el desarrollo o am-
pliación de los mercados internacionales en 
la comercialización del oro y en el aumento 
de los ingresos generados por el aprovecha-
miento de este recurso natural.

i.	 Las auténticas razones de la reforma 
del régimen de exploración y explotación 
de la actividad minera del oro  

Lo primero que cabe destacar es que al De-
creto-Ley que reserva al Estado las activida-
des de exploración y explotación del Oro, 
así como las conexas y auxiliares a estas (De-
creto-Ley de Estatización) se le otorga rango 
«orgánico» con la pretendida finalidad de 
cumplir con la Constitución, que, siendo pos-
terior a la Ley de Minas, exige que la reserva 
se realice mediante Ley Orgánica. En ante-
riores oportunidades he expresado la convic-
ción respecto a que el Ejecutivo Nacional no 
tiene constitucionalmente atribuida la potes-
tad para dictar un decreto con rango, valor 
y fuerza de ley que tenga carácter «orgáni-
co», sin embargo, ello no ha sido aceptado 
por el Tribunal Supremo de Justicia121.

Es por ello, que no bastando un simple Decre-
to del Presidente de la República, dictado en 
consejo de ministros o suscrito por el ministro 
del ramo, como lo reguló la Ley de Minas, 
para que quedara reservado el mineral del 
oro, así como las actividades de exploración, 

117  Ley (G.O. N° 38.632, 26/02/2007); Ley (G.O. N° 38.785, 
8/10/2007); Ley (G.O. Nº 39.173, 7/05/2009).
118  Decreto-Ley (G.O. Nº 38.736, 31/07/2007, reformada 
según G.O. Nº 39.493, 23/08/2010).
119  Decreto-Ley, (G.O. N° 38.928, 12/05/2008).
120  Decreto-Ley, (G.O. N° 5.886, 18/06/2008).
121  TSJ-SC, sentencia N° 1971, 16/01/2001.

explotación, las conexas y las auxiliares para 
su aprovechamiento exclusivo por el Estado, 
correspondía al Poder Legislativo nacional, 
como se hizo en materia del sector hidrocar-
buros expedir una ley orgánica que estable-
ciese la reserva.

El Decreto-Ley de Estatización produce en-
tre sus efectos inmediatos la derogación de 
todas las disposiciones que colindan con él y 
establece que tales normas son de orden pú-
blico, por lo que se aplican con preferencia 
a cualquier otra del mismo rango, mientras 
la Ley de Minas y su reglamento se aplicarán 
supletoriamente, a lo que no se encuentre 
expresamente contemplado en este Decre-
to-Ley de Estatización122.

Dado que no existe un texto previo que sirva 
de exposición de motivos, para entender las 
razones que llevaron a su expedición, la mis-
ma habría que buscarla en el contexto polí-
tico-jurídico que precede a este Decreto-Ley 
de Estatización.

Al respecto cabe recordar las declaraciones 
efectuadas por el Presidente de la República 
el día 17 de agosto de 2011123, es decir, seis 

122  Artículos 36 y 37 del Decreto-Ley que reserva al Esta-
do las Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así 
como las conexas y auxiliares a estas.
123  El periódico El Universal, en la sección de economía, 
del día 18 de agosto de 2011, recoge las declaraciones del 
día anterior del Presidente de la República, quien reiteró su 
amenaza efectuada un año atrás, de retirar las concesio-
nes para la explotación minera de oro en el país, oportuni-
dad en la que había acusado a las empresas mineras de 
dañar el ambiente y violar los derechos de los trabajadores. 
En esta ocasión expresó que nacionalizaría la exploración y 
explotación de oro, que estaban desarrollando tanto em-
presas públicas como privadas bajo el régimen de conce-
siones. Así afirmó que «vamos a nacionalizar el oro y vamos 
a convertirlo entre otras cosas en reservas internacionales’’ 
y agregó que “pronto voy a aprobar una ley habilitante... 
para comenzar a tomar la zona del oro»’, con la finalidad 
de combatir las «mafias»’ y el “contrabando’’, así finalmen-
te sostuvo que “«La ley del oro reserva al estado las acti-
vidades de exploración y explotación del oro y regula las 
empresas mixtas”. http://www.eluniversal.com/2011/08/18/
presidente-anuncia-nacionalizacion-de-explotacion-de-oro 
 En esa misma publicación y fecha, también se recogen las 
declaraciones del Presidente de la República en el que ma-
nifestó que había ordenado trasladar al Banco Central de 
Venezuela 211,35 toneladas de oro que el país tiene deposi-
tadas en entidades financieras del exterior y representan la 
mayor parte de las reservas internacionales, para buscar la 
protección de los activos de la República ante la crisis que 
atraviesan Estados Unidos y Europa, donde está colocado 
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días antes de la expedición del Decreto Ley 
N° 8.413, de 23 de agosto de 2011 (Decre-
to-Ley de Estatización), en las cuales expo-
nía su intención de «nacionalizar» el oro para 
convertirlo en reservas internacionales y en 
esa misma oportunidad expresó su intención 
de traer al país las reservas internacionales 
en oro, que se encontraban en el exterior. 

Es pertinente contextualizar que, a raíz de los 
acontecimientos que se originaron en Libia 
con motivo de la primavera árabe, el Presi-
dente de la República había hecho la ame-
naza de trasladar las reservas internaciona-
les en oro –ante el temor de experimentar 
las mismas consecuencias del dictador libio-, 
pues producto de las revueltas en dicho país 
exigiendo democracia, el dictador Muamar 
Al-Khadaffi resolvió reprimir violentamente a 
la población, lo que llevó a que fuese acu-
sado ante la Corte Penal Internacional por 
haber incurrido en violación sistemática y 
masiva de los derechos humanos de los ha-
bitantes de su país y además generó la reac-
ción de los países occidentales de congelar 
las cuentas y bienes del dictador en los terri-
torios europeos -26 de febrero de 2011, por la 
ONU y 28 de febrero de 2011, por la Unión Eu-
ropea-, para que no siguiese comprando ar-
mas para utilizarlas contra la población civil. 

Estos hechos de política internacional que 
acompañan las declaraciones del Presiden-
te de la República apoyando abiertamen-
te el régimen libio, luego serán matizados y 
encubiertos con la manifestación de «na-
cionalizar» el mineral del oro, declaración 
que carece de absoluto sentido si se tiene 
en consideración que este es propiedad del 
Estado conforme a las disposiciones constitu-
cionales y legales antes mencionadas.

Siguiendo en este orden de ideas, al estudiar 
el artículo 1 del Decreto-Ley de Estatización, 
se aprecia que, más que contener el obje-
to del mismo, parece una combinación de 

el oro a ser transferido. http://www.eluniversal.com/econo-
mia/110818/chavez-ordena-la-transferencia-de-211-tonela-
das-de-oro-al-bcv

objeto del texto normativo con exposición 
de motivos, donde se expresa una intención 
que no es cierta, pues se dice que tiene «…
el propósito de revertir los graves efectos del 
modelo minero capitalista, caracterizado por 
la degradación del ambiente, el irrespeto de 
la ordenación territorial, el atentado a la dig-
nidad y la salud de los mineros y pobladores 
de las comunidades aledañas a las áreas mi-
neras, a través de la auténtica vinculación 
de la actividad de explotación del oro con 
la ejecución de políticas públicas que se tra-
duzcan en el vivir bien del pueblo, la protec-
ción ambiental y el desarrollo nacional».

El texto citado que evidencia una lamenta-
ble técnica legislativa ha sido objeto de aná-
lisis por la doctrina científica, quien ha sido 
contundente al advertir la falsedad implíci-
ta en la misma, señalando que no es posi-
ble imputarle al «modelo minero capitalista» 
tan perjudiciales consecuencias «pues si ha 
habido en Venezuela un sector de la econo-
mía altamente intervenido por el Estado, esa 
ha sido precisamente la minería del oro. Esos 
efectos, si existen, sólo son atribuibles al pro-
pio Estado por falta de cumplimiento de las 
previsiones de la ley. Basta recordar las previ-
siones del artículo 5 de la Ley de Minas, don-
de se dispone «que las actividades mineras 
reguladas por dicha Ley, se deben llevar a 
cabo científica y racionalmente, procuran-
do siempre la óptima recuperación o extrac-
ción del recurso minero, con arreglo al princi-
pio del desarrollo sostenible, la conservación 
del ambiente y la ordenación del territorio», 
imponiéndose a los titulares de derechos mi-
neros, además de la observancia de la Ley, 
las siguientes obligaciones que el Estado es-
taba en la obligación de exigir …»124. 

Es por ello que se considera que el trasfondo 
del Decreto-Ley de Estatización de la activi-
dad aurífera, no era eliminar el contrabando 
del mineral, proteger el ambiente o mejorar 
la calidad de vida de las personas que rea-
lizan o se encuentran relacionadas con la 
actividad, lo que realmente se pretendió y 

124  A. R. Brewer-Carías, (2011: p. 67).
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se hizo fue justificar políticamente la «nacio-
nalización” de las reservas internacionales, 
mediante la transferencia de tales reservas 
al país, para supuestamente ejercer la sobe-
ranía sobre las mismas y eliminar el temor no 
expresado jurídicamente del riesgo de em-
bargos internacionales futuros.

Evidentemente, la nueva regulación al no 
respetar los derechos adquiridos que había 
otorgado el Estado con anterioridad a su ex-
pedición, ha venido a afectar a los opera-
dores económicos que tenían títulos jurídicos 
habilitantes para realizar tanto las activida-
des primarias de exploración y explotación, 
así como las actividades conexas y auxiliares 
respecto a la actividad aurífera, lo que ha 
supuesto una afectación de las inversiones e 
incluso la dificultad tanto de su recuperación, 
como de la legítima ganancia razonable por 
el negocio jurídico desarrollado conforme a 
la ley vigente al momento de su realización.

ii.	 La regulación de las actividades mine-
ro auríferas

El Decreto-Ley que reserva al Estado las ac-
tividades de exploración y explotación del 
Oro, así como las conexas y auxiliares a estas 
(Decreto-Ley de Estatización) establece una 
reserva que se traduce en un primer plano 
en la gestión directa o preeminente por el 
Estado de la actividad minero aurífera; en 
segundo lugar, en la extinción anticipada 
de los títulos jurídicos habilitantes que se ha-
bían otorgado a los inversionistas privados y 
la consecuente obligación de transferencia 
forzosa de los bienes; y en tercer lugar, en la 
obligación que se impone a aquellos inver-
sionistas que quieran continuar realizando las 
actividades primarias, conexas o auxiliares, 
de asociarse con el Estado para conformar 
una empresa mixta estatal. Seguidamente se 
analizarán estos aspectos de manera deta-
llada.

1.	 La gestión directa o preeminente por 
el Estado 

El Decreto-Ley de Estatización comienza por 

indicar que a partir de su entrada en vigor, 
la actividad aurífera minera queda reserva-
da al Estado, por lo que separándose de lo 
establecido en la Ley de Minas, que permitía 
la gestión tanto del Ejecutivo Nacional como 
de los particulares que obtuviesen uno de los 
títulos jurídicos habilitantes contemplados en 
dicha Ley, el mineral reservado será gestio-
nado de manera directa y preeminente por 
el Estado, reduciendo la posibilidad de parti-
cipación privada a su mínima expresión.

En tal sentido se señala, que la actividad mi-
nera aurífera será realizada por el Estado, en 
las siguientes modalidades125:

a) Por la República, que constituye la perso-
nificación jurídica del Estado tanto nacional 
como internacionalmente, que puede llevar 
a cabo esta actividad económica de mane-
ra directa, a través de algunos de sus órga-
nos.

b) Por los institutos autónomos establecidos 
en el artículo 142 de la Constitución y men-
cionados en el artículo 98 de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública, aunque de 
manera inapropiada algunas leyes los deno-
minan “institutos públicos”, como si la auto-
nomía que les atribuye la Constitución y cuyo 
grado de intensidad deben precisar las res-
pectivas leyes de creación, fuese contrario a 
la condición de ser públicos.

c) Por empresas del Estado, que pueden ser 
de exclusiva propiedad de la República o fi-
liales de estas, conforme al artículo 103 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública. 

d) Por empresas mixtas, en las cuales la Repú-
blica o alguna de las empresas antes men-
cionadas tengan el control de sus decisiones 
y mantengan una participación patrimonial 
mayor del cincuenta y cinco por ciento (55%) 
del capital social. 

Se trata de auténticas empresas del Esta-

125  Artículo 5 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
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do126, conforme al artículo 103 de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública, que se 
califican como mixtas, en tanto admiten la 
participación privada minoritaria en un por-
centaje del capital social.

Finalmente, aunque no por ello menos im-
portante se debe señalar, que todo el oro 
que se extraiga en virtud de la actividad mi-
nera debe ser entregado y vendido a la Re-
pública, a través del ministerio competente 
o los entes públicos que este designe, quie-
nes ejercerán el monopolio de la comercia-
lización, en los términos que establezcan las 
políticas que dicte el Ejecutivo Nacional al 
respecto. Esta reserva monopólica no com-
prende la comercialización de las joyas de 
oro de uso personal127.

2.	 La extinción anticipada de los títulos 
jurídicos habilitantes y la obligación de trans-
ferencia forzosa de bienes

Una de las consecuencias inmediatas del 
Decreto-Ley de Estatización de oro es que 
estableció la reserva hacia el futuro, en vir-
tud de lo cual, no se otorgarían títulos jurí-
dicos habilitantes a partir de su entrada en 
vigencia, constituyendo una especie de re-
serva ad cautelam y dispuso que las anterio-
res solicitudes de tales títulos jurídicos para el 
ejercicio de la pequeña minería, que se en-
contrasen en curso para el momento de su 
entrada en vigencia, se dejarían sin efecto 
por decaimiento en su objeto128.

Pero la reserva también produjo consecuen-
cias inmediatas sobre las relaciones jurídicas 
establecidas con anterioridad, pues condujo 
a la obligatoria extinción anticipada de los 
títulos jurídicos habilitantes, que se habían 
otorgado conforme a la legislación vigen-
te. Esta extinción anticipada se consideró 
obligatoria porque se produjo con o sin el 

126  J. Araujo-Juárez, (2008: pp. 191-241).
127  Artículo 21 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
128   Disposición Transitoria Tercera del Decreto-Ley que re-
serva al Estado las Actividades de Exploración y Explotación 
del Oro, así como las conexas y auxiliares a estas.

consentimiento de los titulares de las conce-
siones, autorizaciones o contratos y es peren-
toria porque se debía realizar en el tiempo 
establecido en el ordenamiento jurídico, es 
decir, los noventa (90) días siguientes a partir 
de la publicación del Decreto-Ley de Estati-
zación del oro.

Durante este plazo se debían realizar las ne-
gociaciones entre los titulares y la comisión 
designada por el Ministerio de Industrias Bá-
sicas y Minería, con la finalidad de extinguir 
tales títulos jurídicos de mutuo acuerdo. En 
realidad, más que lograr el mutuo acuerdo, 
se trataba de concertar cuál sería la mejor 
manera para alcanzar una solución, pues 
aunque no se esté de acuerdo con la esta-
tización, se trata de aprovechar la oportu-
nidad para buscar el mejor arreglo posible, 
antes de que indefectiblemente se produje-
se la extinción de pleno derecho al término 
de los noventa (90) días continuos, a partir 
de la publicación en la Gaceta Oficial del 
Decreto-Ley de Estatización.

Es así como el período de la negociación 
serviría para ponerse de acuerdo en los tér-
minos de la extinción de los títulos jurídicos 
habilitantes, en las condiciones en que se 
realizaría la transferencia de los bienes, de 
las instalaciones y el control de las operacio-
nes, en caso de que los afectados no hubie-
sen resuelto migrar hacia la constitución de 
la empresa mixta o de la manera como se 
constituiría la empresa mixta, en el supuesto 
que hubiesen accedido a ello129. En caso de 
transcurrir este período de migración inútil-
mente sin acuerdo entre las partes, entonces 
quedarían extinguidos tales títulos jurídicos 
habilitantes por mandato legal y el entonces 
Ministerio de Industrias Básicas y Minería po-
día dictar las medidas que considerase ne-
cesarias, a fin de garantizar la continuidad 
de la gestión de las actividades mineras130.

129  Artículos 12 y 14 del Decreto-Ley que reserva al Esta-
do las Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así 
como las conexas y auxiliares a estas.
130  Artículos 14 y 17 del Decreto-Ley que reserva al Esta-
do las Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así 
como las conexas y auxiliares a estas.
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Una vez concluido el término de los noven-
ta (90) días continuos siguientes de la publi-
cación en Gaceta Oficial del Decreto-Ley, 
el Ministerio de Industrias Básicas y Minería o 
la empresa que este designase tomaría po-
sesión de los bienes y control de las opera-
ciones relativas a las actividades reservadas, 
de conformidad con el cronograma que se 
estableció a tal fin y las personas afectadas 
debían colaborar en la entrega pacífica de 
los bienes y el control ordenado de las ope-
raciones, instalaciones, documentación y 
equipos destinados a las actividades de la 
minería aurífera, a riesgo de ser sancionados 
administrativa y penalmente131.

Los bienes vinculados a los títulos jurídicos ha-
bilitantes que se declaraban extinguidos en 
virtud del Decreto-Ley de Estatización pasa-
rían en plena propiedad a la República132, li-
bre de gravámenes y cargas133.

Con independencia que la extinción de los 
títulos jurídicos habilitantes se lograse por 
consenso o por finalización del término es-
tablecido, las oficinas de registro público in-
mobiliario deberían dejar constancia de ello, 
estampando la respectiva nota de registro al 
margen de los respectivos títulos, de oficio o 
a solicitud del Ministerio de Industrias Básicas 
y Minería134.

3.	 La obligación de asociarse con el Esta-
do en una empresa mixta

131  Artículo 15 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
132  Es importante mencionar que cualquier clase de bie-
nes de propiedad privada, pueden ser adquiridos por el Es-
tado de manera consensual, conforme a las previsiones del 
Código Civil y leyes especiales o de manera forzosa a través 
de la institución de la expropiación, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 115 de la Constitución y la Ley de Expropiación 
por causa de utilidad pública o social, en razón de lo que se 
deberá acudir a ésta, en caso que no haya acuerdo entre 
el particular y el Estado, para que se materialice la trasla-
ción de la propiedad. Sobre este tema puede verse V. R. 
Hernández-Mendible, (2017: pp. 527-582).
133  Artículo 16 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
134  Disposición Transitoria Sexta del Decreto-Ley que reser-
va al Estado las Actividades de Exploración y Explotación 
del Oro, así como las conexas y auxiliares a estas.

Una vez que los particulares aceptan y ne-
gocian durante el período de migración, en 
la transformación de los títulos jurídicos habili-
tantes en una empresa mixta, que constituye 
la única manera como pueden participar en 
las actividades minero auríferas a partir del 
Decreto-Ley de Estatización, se deben obser-
var las disposiciones especiales establecidas 
para la regulación de estas sociedades mer-
cantiles.

Un aspecto particular que merece ser desta-
cado, es que a diferencia de la mayoría de 
las empresas mixtas, que no requieren otra 
condición para su constitución que el acuer-
do de voluntades en el pacto societario, con 
sujeción a la ley respectiva que regule deter-
minada actividad económica y a la legisla-
ción general en materia de sociedades, en 
el caso de estas empresas mixtas su constitu-
ción requiere la aprobación previa del Poder 
Legislativo Nacional mediante un Acuerdo, 
que debe ser votado favorablemente por al 
menos la mayoría simple de sus integrantes135.

El Acuerdo legislativo debería aprobar tanto 
la constitución de la empresa mixta, que ten-
drá como exclusiva finalidad llevar a cabo 
la realización de las actividades primarias de 
la actividad aurífera minera, como los térmi-
nos y las condiciones en las que se realizarán 
las mismas, por lo que antes de la expedición 
del Acuerdo, se requería que el Ministerio 
de Industrias Básicas y Minería le informase 
al Poder Legislativo de todas las circunstan-
cias pertinentes a dicha constitución y con-
diciones -previamente pactadas durante el 
período de migración-, incluidas las ventajas 
especiales previstas a favor de la República, 
a los fines de que ello sea objeto de discusión 
parlamentaria y eventual aprobación a tra-
vés del citado Acuerdo. 

El otro aspecto relacionado con las empre-
sas mixtas se refiere a la conformación del 
marco normativo que las rige, integrado por 
los siguientes textos: El Decreto-Ley de esta-

135  Artículo 6 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
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tización de la actividad minero aurífera, la 
Ley Orgánica de la Administración Pública, 
el Código de Comercio y las demás leyes 
que les fueran aplicables136, lo que se com-
plementa con el Acuerdo del Poder Legislati-
vo que aprueba su constitución y las normas 
que en ejercicio de su competencia expida 
el Ministerio de Industrias Básicas y Minería, 
no obstante, no requerían autorización del 
Poder Legislativo para realizar operaciones 
de crédito público137, al considerarse inclui-
das en la excepción contenida en el artículo 
90 de la Ley Orgánica de Administración Fi-
nanciera del Sector Público138.

El elemento adicional que debe tenerse pre-
sente es que una vez aprobada la constitu-
ción de las empresas mixtas, se entiende que 
tal asociación es de carácter personalísimo, 
por lo que quien haya sido aceptado para 
realizar el pacto societario con el ente públi-
co correspondiente, no puede ceder, ena-
jenar o traspasar sus acciones a terceros, sin 
la previa autorización del Ministerio de Indus-
trias Básicas y Minería, quedando en manos 
del Estado el derecho de preferencia para 
adquirir dichas acciones139.

4.	 Los principios que rigen la gestión de 
las empresas mixtas

El Ejecutivo Nacional mediante decreto pue-
de transferir a las empresas mixtas, el dere-
cho al ejercicio de todas o parte de las ac-
tividades reservadas, así como la propiedad 
u otros derechos sobre bienes muebles o 
inmuebles del dominio privado de la Repú-
blica, que sean requeridos para el eficiente 
ejercicio de tales actividades. Dada la po-
testad discrecional que se le atribuye, el Eje-
cutivo Nacional podrá abstenerse de otor-
gar estos derechos o incluso revocarlos si los 

136  Artículo 7 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
137  Artículo 35 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
138  Ley (G.O. N° 6.210, 30/12/2015).
139  Artículo 7 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.

hubiese otorgado, cuando así convenga al 
interés nacional o cuando las empresas no 
den cumplimiento a sus obligaciones140.

Las empresas mixtas que obtengan los de-
rechos de realización de las actividades 
primarias lo hacen bajo su propio riesgo. En 
consecuencia, la República no garantiza la 
existencia del mineral de oro o que este sea 
industrial y económicamente explotable, ni 
se obliga a saneamiento legal o contractual 
alguno. Tales cláusulas se considerarán incor-
poradas implícitamente, en caso de no estar 
indicadas de manera expresa en el acto jurí-
dico que otorgue el derecho al desarrollo de 
tales actividades141.

Es importante mencionar que las empresas 
mixtas que realicen actividades primarias 
podrán efectuar las gestiones necesarias 
para el ejercicio de las actividades que se les 
hayan transferido, así como celebrar los con-
tratos correspondientes, conforme a las dis-
posiciones del Decreto-Ley de Estatización y 
a las demás que les resulten aplicables142.

En todo caso, el Ministerio de Industrias Bási-
cas y Minería como autoridad competente 
deberá determinar el área total asignada a 
las empresas mixtas para la exploración y ex-
plotación de la actividad minera aurífera y el 
tiempo que durará el desarrollo de tales ac-
tividades, no debiendo exceder inicialmente 
la explotación de un período de 20 años, que 
podrá prorrogarse hasta por dos períodos, 
de un máximo de 10 años cada uno143. Para 
que pueda considerarse el otorgamiento de 
tales prórrogas, estas deberán ser solicitadas 
al Ministerio dentro del último tercio antes 
del vencimiento del período para el cual fue 
otorgado el derecho de explotación.

140  Artículo 9 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
141  Artículo 10 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a éstas.
142  Artículo 11 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
143  Artículo 8 del Decreto-Ley que reserva al Estado las 
Actividades de Exploración y Explotación del Oro, así como 
las conexas y auxiliares a estas.
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iii.	 El régimen transitorio en la actividad 
minera aurífera 

El Derecho Transitorio crea un régimen tem-
poral entre la regulación de las actividades 
mineras auríferas que se estaban realizando 
conforme a la Ley de Minas y la implementa-
ción de las disposiciones del Decreto-Ley de 
Estatización.

Es así como aquellas empresas del Estado 
que al momento de entrada en vigencia del 
Decreto-Ley de Estatización fuesen titulares 
de asignaciones directas o derechos mineros 
vinculados con el mineral de oro, continúan 
habilitadas para seguir realizando dichas ac-
tividades en las mismas áreas en las que se 
encontraban otorgados los títulos que se ex-
tinguen, hasta tanto el Ministerio de Industrias 
Básicas y Minería resuelva respecto a la mo-
dificación de tales áreas144.

En este orden de ideas, también se dispuso 
que hasta tanto el Ministerio de Industrias 
Básicas y Minería expida la resolución corres-
pondiente, quienes realicen las actividades 
mineras conexas o auxiliares, salvo la referida 
a la comercialización nacional e internacio-
nal del oro, quedarán habilitados para seguir 
ejerciendo dichas actividades145.

Todo lo hasta aquí expuesto plantea la nece-
sidad de analizar sucintamente lo relaciona-
do con la figura de la alianza estratégica, en 
el sector minero aurífero.

IV.	 Los aspectos de la regulación aurífera 
que introduce la reforma de 2014

Una auténtica novedad en la reforma re-
gulatoria es la introducción de dos figuras 
inéditas–que se suman a las anteriormente 
establecidas-, para realizar la actividad eco-
nómica aurífera, pero únicamente en lo rela-

144  Disposición Transitoria Quinta del Decreto-Ley que re-
serva al Estado las Actividades de Exploración y Explotación 
del Oro, así como las conexas y auxiliares a estas.
145  Disposición Transitoria Cuarta del Decreto-Ley que re-
serva al Estado las Actividades de Exploración y Explotación 
del Oro, así como las conexas y auxiliares a estas.

cionado con la minería a pequeña escala. 
Se trata por un lado de la alianza estratégica 
y por la otra de las brigadas mineras.

i.	 Las alianzas estratégicas

Se debe mencionar que la figura de la alian-
za estratégica entre el Estado y los particula-
res no tiene antecedente directo en la acti-
vidad minera, aunque si se encuentra en el 
marco de la contratación pública, pues la 
Ley que regula esta materia la había defini-
do, -aunque de una manera bastante ambi-
gua-, como «el establecimiento de mecanis-
mos de cooperación entre el órgano o ente 
contratante y personas naturales o jurídicas, 
en la combinación de esfuerzos, fortalezas y 
habilidades, con objeto de abordar los pro-
blemas complejos del proceso productivo, 
en beneficio de ambas partes»”146. 

Cabe destacar que esta definición lo que 
pretendía era identificar una categoría de 
negocios jurídicos que podían celebrar las 
autoridades administrativas sin tener la obli-
gación de aplicar los procedimientos admi-
nistrativos de selección de contratistas legal-
mente establecidos para la adquisición de 
bienes, la prestación de servicios o ejecución 
de obras, debiendo quedar tales negocios 
sujetos a un régimen de selección especial, 
que debía establecer el Ejecutivo Nacional 
mediante decreto.

Hay que advertir que el texto legal de la 
contratación pública fue reformado poste-
riormente y entre otros aspectos se modifica 
la definición de la alianza estratégica que 
es considerada como «el establecimiento 
de mecanismos de cooperación entre el 
contratante y personas naturales o jurídicas 
o conjunto de ellas, independientemente 
de su forma de organización, en la combi-
nación de esfuerzos, fortalezas y habilida-
des, para la obtención de bienes, servicios 

146  Artículo 6.24 de la Ley de Contrataciones Públicas, 
(G.O. Nº 5.877, 14/03/2008), reimpresa por error de copia, 
(G.O. Nº 38.895, 25/03/2008); reformada por primera vez 
(G.O. Nº 39.165, 24/05/2009) y posteriormente (G.O. Nº 
39.503, 6/09/2010).
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u obras asociados al proceso productivo o 
a las actividades sustantivas del contratan-
te, debiendo establecerse en el documento 
donde se formalice, las ventajas que repre-
sente para el contratante la alianza estraté-
gica en comparación con la aplicación de 
las modalidades de selección de contratis-
tas. Comprenderán igualmente los acuerdos 
entre órganos y entes de la Administración 
Pública, en un proceso de gestión con las 
comunidades organizadas»147.

No obstante, el Decreto Ley que reforma la 
regulación de la reserva al Estado las activi-
dades de exploración y explotación del oro, 
así como las conexas y auxiliares a estas, al 
introducir la figura de la alianza estratégica 
para incluirla dentro de las modalidades de 
realización de la actividad minera aurífera 
brinda una nueva definición, conforme a la 
cual son consideradas, alianzas estratégicas 
aquellas conformadas entre el Estado, sus 
empresas o filiales de estas y las sociedades u 
otras formas de asociación para «compartir 
procesos productivos, necesarios para llevar 
a cabo las actividades primarias y conexas 
para el aprovechamiento del oro», sin que 
ello conlleve a la comercialización del mine-
ral aurífero, cuya actividad debe ser realiza-
da exclusivamente por el ente estatal desig-
nado para tal efecto148.

Tal como se puede apreciar, no son idénticas 
las figuras de la alianza estratégica que con-
templa la Ley de contrataciones públicas y 
la establecida en el ámbito minero aurífero.

En este último caso, además se aprecia que 
la alianza estratégica no puede ser para la 
exploración y explotación del oro en cual-
quier modalidad, sino para la minería consi-
derada en pequeña escala, que al igual que 
el resto de la actividad económica del sec-
tor debe orientarse a un aprovechamiento 
racional y sostenible. 

147  Artículo 6.35 de la Ley de Contrataciones Públicas, 
(G.O. N° 6.154, 19/11/2014).
148  Artículo 16 del Decreto Ley que reforma la regulación 
de la reserva al Estado las actividades de exploración y ex-
plotación del oro.

La manera como las partes formalizan la 
alianza estratégica es mediante un acuer-
do, que deberá indicar los tipos de técnicas 
que se podrán utilizar para realizar la minería 
a pequeña escala, con sujeción a los princi-
pios ambientales, la ordenación del territorio 
y demás normas que rigen la materia.

Se establece la prohibición a las personas 
naturales –no abarca a las personas jurídicas 
y como toda restricción a la libertad, es de 
interpretación restringida y de texto expreso- 
que constituyan una sociedad o asociación 
a los fines de constituir una alianza estraté-
gica con el Estado, de no poder participar 
en otra sociedad o forma de asociación que 
pretenda suscribir una nueva alianza estraté-
gica. En tanto, las personas jurídicas -las em-
presas o entes involucrados- conservarán su 
identidad jurídica y patrimonial por separa-
do y establecerán la asociación únicamente 
para los fines descritos.

El Ministerio de Petróleo y Minería tiene atri-
buidas las siguientes competencias:

1. Establecer un registro de todas las perso-
nas que formalicen alianzas estratégicas con 
el Estado, a los fines de la actividad minera 
en pequeña escala.
2.  Obtener previamente los permisos am-
bientales respectivos.
3. Determinar las áreas geográficas en las 
que se realizará el ejercicio de la minería y 
modificarlas reduciendo el máximo de hec-
táreas a ser otorgadas.
4. Desarrollar todo lo concerniente a las ac-
tividades mineras que llevarán a cabo las 
alianzas estratégicas.
5. Otorgar la autorización de explotación, 
mediante resolución administrativa que se 
publicará en la Gaceta Oficial, previa so-
licitud de los representantes de las alianzas 
estratégicas, que debe ser acompañada de 
todos los documentos pertinentes y el pro-
yecto minero a desarrollar. 

Las condiciones de la autorización para la 
explotación de la minería a pequeña escala 
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son las siguientes:

1. El área geográfica otorgada no debe ex-
ceder de las veinticinco hectáreas (25 has) y 
dependerá de las variables ambientales que 
se establezcan de acuerdo al proyecto mi-
nero a desarrollar.
2. La duración será de diez años, contados a 
partir de su publicación en la Gaceta Oficial, 
pudiendo ser prorrogada por un máximo de 
dos períodos de hasta diez años cada uno. 
3. No pueden ser enajenadas, cedidas, gra-
vadas, arrendadas o sub-arrendadas, ni tras-
pasadas en forma alguna.

Las autorizaciones para la explotación de la 
minería a pequeña escala se extinguen por 
las siguientes causas:

1. Por revocación, cuando se desnaturalice 
el objeto para el cual fueron otorgadas. 
2. Se incumpla el proyecto minero a desarro-
llar.
3. Se desconozcan las disposiciones estable-
cidas en materia ambiental.
4. Se distorsione el objeto de la alianza estra-
tégica.

En todos estos supuestos de extinción de au-
torizaciones, se requerirá la resolución admi-
nistrativa del Ministerio de Petróleo y Minería 
(principio del paralelismo de la competen-
cia) y la posterior publicación en la Gaceta 
Oficial (principio de paralelismo de la forma), 
en garantía de la publicidad y seguridad ju-
rídica.

Se dispone que el aprovechamiento del mi-
neral aurífero a pequeña escala en hábitat, 
tierras indígenas y demás comunidades ubi-
cadas dentro del ámbito de influencia de la 
actividad debe realizarse con estricta suje-
ción al ordenamiento jurídico especial.149 

Mientras se conforman las alianzas estratégi-
cas y a los fines de garantizar los aportes de 
los operadores mineros al fortalecimiento del 
sistema económico nacional, se estableció 

149  J. L. Villegas Moreno, (2012: pp. 99-144).

un período de un año a partir de la entra-
da en vigencia de la reforma, que puede ser 
prorrogado por una sola vez y por el máximo 
de un período igual, mediante resolución ex-
pedida por el Ministerio de Petróleo y Ener-
gía, durante el cual el ministerio y el ente de-
signado por el Estado para la adquisición del 
mineral del oro pueden adoptar de manera 
conjunta, las medidas necesarias para com-
prarlo cuando provenga de las actividades 
primarias realizadas por personas habilita-
das, en las áreas destinadas a las activida-
des mineras. 

ii.	 Las brigadas mineras

La otra figura que introduce el Decreto Ley 
que reforma la regulación de la reserva al Es-
tado las actividades de exploración y explo-
tación del oro son las denominadas brigadas 
mineras.

Estas brigadas constituyen una forma de aso-
ciación de personas naturales –a diferencia 
de las alianzas estratégicas, que se pueden 
hacer también con personas jurídicas-, que 
tienen como objetivo el desarrollo de la ac-
tividad de la minería aurífera a pequeña es-
cala.

Todo lo relacionado con la constitución, or-
ganización, duración y otros aspectos jurídi-
cos serán establecidos por el Ejecutivo Na-
cional, a través del Reglamento del Decreto 
Ley y en cualquier caso la constitución de 
estas brigadas se hará bajo el control del Mi-
nisterio de Petróleo y Minería.

iii.	 Los aspectos colaterales de la reforma 
de 2014 

Antes de finalizar este subepígrafe, se de-
ben mencionar los otros aspectos que fueron 
abordados en la reforma de 2014.

Los operadores habilitados para el ejercicio 
de las actividades primarias, así como las 
alianzas estratégicas para el ejercicio de la 
minería a pequeña escala, al encontrar mi-
nerales distintos al oro están en la obligación 
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de comunicarlo inmediatamente al Ministe-
rio de Petróleo y Minería, el cual podrá dispo-
ner de los mismos para su aprovechamiento, 
conforme a las modalidades previstas en el 
Decreto Ley de Minas.

El Estado como propietario de los yacimien-
tos del oro tiene derecho a una participa-
ción máxima del trece por ciento (13%) por 
concepto de regalía, sobre el producto final 
del mineral extraído, pero el Ministerio de Pe-
tróleo y Minería puede rebajar la regalía has-
ta un mínimo de tres por ciento (3%).

El Ministerio de Petróleo y Minería en repre-
sentación del Ejecutivo Nacional puede re-
cibir la regalía en dinero –que consiste en el 
pago en moneda de curso legal- o en equi-
valente –que consiste en el pago en metal 
de oro-.150  

El mineral oro que se extraiga como conse-
cuencia del desarrollo de la actividad de ex-
ploración y explotación será de obligatoria 
venta y entrega preferente al Banco Central 
de Venezuela, salvo que el Presidente de 
la República disponga que sea otro ente al 
cual deberá venderse.

Esta obligación es de transcendental impor-
tancia, porque el oro amonedado y en ba-
rras depositado en las bóvedas del Banco 

150  El artículo 30 del Decreto Ley que reforma la regula-
ción de la reserva al Estado las actividades de exploración 
y explotación del oro dispone que la regalía podrá ser exi-
gida por el Ejecutivo Nacional por órgano del Ministerio de 
Petróleo y Minería, «en especie o en dinero», total o parcial-
mente. Mientras no lo exigiere de otra manera, se entende-
rá que opta por recibirla totalmente en dinero. 
  Cuando el Ejecutivo Nacional decida recibir la regalía «en 
especie», podrá utilizar para los efectos de beneficio, trans-
porte y almacenamiento, los servicios de la empresa que 
designe a tales fines, la cual deberá prestarlos hasta el lugar 
indicado, y recibirá el precio que se convenga por tales ser-
vicios. A falta de acuerdo, el precio será fijado por el minis-
terio con competencia en materia de minería.
  Si se decide recibir la regalía en dinero, quienes desarro-
llen las actividades primarias, deberán pagar el precio de 
las cantidades correspondientes, que serán medidas don-
de determine las normas técnicas que se dicten al efecto, 
a valor de mercado o valor convenido o en defecto de 
ambos a un valor fiscal fijado por el liquidador del mineral. 
A tal efecto el Ministerio de Petróleo y Minería, liquidará la 
planilla correspondiente, la cual deberá ser pagada al Fis-
co Nacional dentro de los cinco días hábiles siguientes a la 
recepción.

Central de Venezuela puede constituir parte 
de las reservas internacionales del país151.

El Banco Central de Venezuela regulará y 
efectuará operaciones en el mercado del 
oro en los términos y condiciones que él es-
tablezca a tales fines, sin perjuicio de las dis-
posiciones contenidas en el Reglamento del 
Decreto Ley que reforma la regulación de la 
reserva al Estado, de las actividades de ex-
ploración y explotación del oro.

Las actividades de comercialización de las 
joyas de oro de uso personal, se encuentran 
excluidas de las disposiciones del Decreto 
Ley y corresponde al Ministerio de Petróleo y 
Minería determinar mediante resolución ad-
ministrativa, los criterios para la venta de oro 
destinada a la fabricación de joyas de uso 
personal.

V.	 La regulación del sector carbonífero 
que surge de la aplicación del Decreto con 
rango, valor y fuerza de ley orgánica que re-
serva al Estado las actividades de explora-
ción y explotación del oro y demás minera-
les estratégicos 

Tal como se ha explicado en otra ocasión152, 
la necesidad de generar nuevos ingresos fis-
cales ha llevado al actual gobierno a efec-
tuar modificaciones parciales a la regulación 
del sector minero, siendo que la intención ini-
cial se circunscribía al mineral aurífero153, en 
su más reciente reforma se reconoció la po-
sibilidad de que también sean objeto de la 
nueva regulación otros minerales que sean 
calificados como estratégicos154.  

Considerando que los aspectos novedosos 
del Decreto-Ley fueron objeto de análisis en 
los subepígrafes anteriores, seguidamente 
se comentarán algunos aspectos puntuales 
sobre su aplicación a minerales distintos del 

151  Artículo 127 de la Ley del Banco Central de Venezuela, 
(G. O. 6.211, 30/12/2015).
152  V. R. Hernández-Mendible, (2016: pp. 166-167).
153   Decreto-Ley (G.O. N° 39.759, 16/09/2011), reformado 
según (G.O. N° 6.063, 15/12/2011) y posteriormente por el 
Decreto-Ley (G.O. Nº 6.150, 18/11/2014).
154  Decreto-Ley (G.O. Nº 6.210, 30/12/2015).
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oro, que han sido considerados estratégicos. 

A tales fines se debe tener presente, la fa-
cultad atribuida al Ejecutivo Nacional para 
declarar mediante decreto que un mineral 
es considerado estratégico, tal como ha 
ocurrido con el Decreto N° 3597, que decla-
ró como mineral estratégico a los fines de su 
exploración y explotación al carbón155.

Este acto del Ejecutivo Nacional conduce a 
un cambio regulatorio en el sector carboní-
fero, pues la Ley de Minas y el reglamento de 
esta, que eran las fuentes normativas princi-
pales, pasan a ser las fuentes normativas su-
pletorias de marco regulatorio contenido en 
el Decreto-Ley de 2015, que es de aplicación 
preferente a cualesquiera otros textos jurídi-
cos de similar jerarquía normativa156. 

i.	 La nueva calificación del mineral del 
carbón

El Ejecutivo Nacional en ejercicio de la po-
testad discrecional que le otorga el Decre-
to-Ley de 2015 ha expedido el Decreto, me-
diante el cual dispuso que157:

 «Se declara como mineral estratégico para 
su exploración y explotación el carbón, por 
lo cual queda sujeto al régimen establecido 
en el Decreto con rango, valor y fuerza de 
ley orgánica que reserva al Estado las activi-
dades de exploración y explotación del oro 
y demás minerales estratégicos». 

La calificación del carbón como mineral es-
tratégico en cuanto a las actividades prima-
rias, que comprenden la exploración y la ex-
plotación, supone un relevante cambio de 
régimen jurídico.

Ahora bien, ello lleva a plantearse ¿sí tal cam-
bio de régimen jurídico puede implicar una 
afectación a los derechos adquiridos por los 
operadores mineros, que bajo el régimen an-

155  Decreto N° 3597 (G. O. N° 41.472, 31/08/2018).
156  Artículos 2 del Decreto-Ley de 2015 y 2 de la Ley de 
Minas.
157  Decreto N° 3597.

terior obtuvieron los títulos habilitantes para 
ejercer los derechos mineros?

Una respuesta a esta pregunta exige efec-
tuar una aproximación a las consecuencias 
que se derivan de la calificación del carbón 
como mineral estratégico, lo que se hará se-
guidamente.

ii.	 La reserva en las actividades primarias 
de exploración y explotación del carbón

Todos los recursos minerales cualquiera sea 
su naturaleza se encuentran publificados, 
siendo por tanto de titularidad de la Repúbli-
ca y al ser considerados bienes del dominio 
público son inalienables e imprescriptibles 
por disposición constitucional158. 

Ahora con la nueva calificación del carbón 
como mineral estratégico y en aplicación 
del Decreto-Ley de 2015, las actividades pri-
marías de exploración y explotación quedan 
reservadas al Estado159, excluyendo la parti-
cipación privada en los términos que se en-
cuentra previsto en la Ley de Minas de 1999.

Lo anterior sería suficiente para dar respues-
ta a la pregunta planteada, en el sentido de 
que quienes ostentaban los títulos habilitan-
tes para ejercer derechos mineros para el 
aprovechamiento del carbón ya no pueden 
seguirlo haciendo por el cambio de régimen 
jurídico; pero ello implicaría reconocerle apli-
cación retroactiva al nuevo régimen jurídico 
del mineral del carbón y el desconocimiento 
de los derechos mineros adquiridos, que se 
encuentran sujetos a unas causales taxativas 
de extinción, que fueron comentadas ante-
riormente en este trabajo.

No obstante, para no llegar a una conclusión 
precipitada se debe analizar integralmente 
el texto jurídico que habilita al Ejecutivo Na-
cional, para calificar de estratégicos y sus-
traer del régimen general, a los minerales 
que estaban regulados exclusivamente por 

158  Artículos 12 de la Constitución y 3 del Decreto-Ley.
159  Artículos 4 y 5 del Decreto-Ley de 2015.
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la Ley de Minas y su reglamento.   

iii.	 Los actores en la exploración y explo-
tación del carbón 

El Decreto-Ley de 2015 establece que pue-
den participar en la actividad económica so-
bre los minerales declarados estratégicos160:

1. La República directamente, por órgano 
del Ministerio de Desarrollo Minero Ecológico.
2. La República de manera indirecta, a tra-
vés de los institutos autónomos o públicos, 
creados conforme a la ley.
3. La República de manera interpuesta, a 
través de las corporaciones y empresas de 
su exclusiva propiedad, así como las filiales 
de estas que le pertenezcan en su totalidad 
o hayan sido creadas para tal fin.
4. Las empresas mixtas, en las cuales la Re-
pública tenga una participación mínima del 
55% del capital social.
5. Las alianzas estratégicas que constituya la 
República con sociedades y asociaciones, 
que se orientarán a la actividad de la pe-
queña minería, previa autorización del Minis-
terio de Desarrollo Minero Ecológico.
6. El Banco Central de Venezuela, a través de 
las formas asociativas antes mencionadas161.
7. Las brigadas mineras que constituyen el 
reconocimiento al derecho de asociación 
de las personas naturales, quienes deberán 
organizarse de esta manera para dedicarse 
únicamente a la pequeña minería162.

Tal como se puede observar de la enumera-
ción anterior, las modalidades de gestión de 
los recursos mineros experimentan un notable 
cambio, pues aunque se mantiene la gestión 
directa por el Estado, las modalidades de 
concesión, autorización, mancomunidades 
y minería artesanal desaparecen, para dar 
paso a la gestión indirecta exclusivamente 
por los entidades públicas o con alguna par-
ticipación minoritaria de la inversión privada 
en empresas mixtas o en las alianzas estraté-
gicas, sin perjuicio de la posibilidad residual 

160  Artículo 10 del Decreto-Ley de 2015.
161  Artículo 11 del Decreto-Ley de 2015.
162  Artículo 25 del Decreto-Ley de 2015.

de que se constituyan las denominadas bri-
gadas mineras.

Ahora bien, de las nuevas modalidades de 
gestión, la única que realmente permite par-
ticipación privada en las actividades econó-
micas de exploración y explotación del car-
bón a gran escala, son las empresas mixtas.

iv.	 La prohibición de garantizar la existen-
cia de recursos mineros 

Independientemente de quién desarrolle las 
actividades primarias, el Decreto-Ley de 2015 
dispone que estas se efectuarán a cuenta y 
riesgo de los operadores titulares de dere-
chos mineros –a los efectos que este análisis, 
las empresas mixtas-, toda vez que en ningún 
caso la República se compromete a garan-
tizar la existencia del mineral de carbón, ni 
se obliga a saneamiento legal o contractual. 

Estas eximentes de algún tipo de responsabi-
lidad respecto a la existencia del mineral, se 
deben considerar incorporadas y aplicables 
en el instrumento que otorgue el derecho al 
desarrollo de la actividad económica mine-
ra, aun cuando no se encuentre expresa-
mente indicado en él163.  

v.	 El régimen de las empresas mixtas 
para el aprovechamiento del carbón

El Decreto-Ley de 2015 dispone que las em-
presas mixtas que se dediquen a la realiza-
ción de las actividades primarias, que com-
prende la actividad económica minera 
deben cumplir además de lo dispuesto en di-
cho texto normativo, lo que disponga el Eje-
cutivo Nacional en el decreto de creación, 
así como lo establecido por las demás reglas 
que dicte el Ministerio de Desarrollo Minero 
Ecológico164. 

El Ejecutivo Nacional mediante decreto dis-
puso la creación de una empresa mixta, que 
tiene como denominación social Sociedad 

163  Artículo 7 del Decreto-Ley de 2015.
164  Artículo 16 del Decreto-Ley de 2015.
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Anónima Carbones de Turquía y Venezue-
la (CARBOTURVEN S.A.), en la que actuarán 
como accionistas Carbones del Zulia S.A., en 
representación del Estado, que posee una 
participación en el capital social del 55%; y 
Glenmore Project Insaat S.A., sociedad priva-
da que tiene una participación en el capital 
social del 45%165.

La empresa mixta CARBOTURVEN S.A., jurí-
dicamente constituye una empresa del Es-
tado, en los términos que establece la Ley 
Orgánica de la Administración Pública, en 
razón de tener este o una de sus empresas, 
el cincuenta por ciento o más de su capital 
social166 y por tanto estará adscrita al Minis-
terio de Industria y Producción Nacional, en 
virtud del decreto de ordena su creación167.

El objeto social de la empresa mixta será el 
desarrollo de las actividades primarias de ex-
ploración en búsqueda de yacimientos de 
carbón, así como la extracción y explotación 
de este mineral168. La dirección y administra-
ción serán determinadas en el acta constitu-
tiva y estatutaria169, que debe ser inscrita en 
la oficina de registro mercantil de su domici-
lio, según lo establecido en la Ley Orgánica 
de la Administración Pública170 y el decreto 
de creación de la empresa171, debiendo pro-
cederse a su publicación en la Gaceta Ofi-
cial172.

En virtud del Decreto-Ley de 2015, la empre-
sa mixta creada para el aprovechamiento 
del carbón, se encuentra excluida de la au-
torización legislativa para la obtención de 
crédito público, que contempla la Ley Orgá-
nica de la Administración Financiera del Sec-
tor Público, quedando sujeta únicamente a 
la autorización del Presidente de la Repúbli-

165  Artículos 1 y 3 del Decreto N° 3599, (G.O. N° 41.472, 
31/08/2018).
166  Artículo 103 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública, (G.O. N° 6147, 17/11/2014).
167  Artículo 1 del Decreto N° 3599.
168  Artículo 2 del Decreto N° 3599.
169  Artículo 4 del Decreto N° 3599.
170  Artículo 104 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública.
171  Artículos 4 y 5 del Decreto N° 3599.
172  Artículos 104 y 105 de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública.

ca, en Consejo de Ministros173.

vi.	 La transferencia de derechos y aportes 
al capital social de la empresa mixta 

El Ejecutivo Nacional podrá transferir a las 
empresas del Estado el derecho al ejercicio 
de todas las actividades primarias en el sec-
tor carbonífero, así como sobre bienes mue-
bles e inmuebles del dominio privado de la 
República, que sean necesarios para el de-
sarrollo de la actividad minera174.  

Estos derechos asignados para el ejercicio de 
las actividades reservadas podrán ser trans-
feridos a la empresa mixta que se constituya, 
en cuyo caso se reputarán como aportes del 
accionista a la nueva empresa.

vii.	 Las restricciones a las personas jurídi-
cas que constituyan empresas mixtas para el 
aprovechamiento del carbón.

Siendo el principio la libertad de negocia-
ción y de pactos, así como la libertad de 
asociación, se han establecido límites a la 
transferencia de las acciones de las perso-
nas jurídicas, que se asocien en la constitu-
ción de empresas mixtas para la realización 
de las actividades primarias en el sector mi-
nero carbonífero.

En tal sentido, las empresas que convengan 
en constituir una empresa mixta no pueden 
enajenar, ceder o traspasar sus acciones, sin 
obtener la previa autorización del Ministerio 
de Desarrollo Minero Ecológico, que la expe-
dirá luego de evaluar la conveniencia estra-
tégica de mantener la sociedad175.

No obstante, se reconoce al Estado el dere-
cho de preferencia para adquirir las accio-
nes y si este no ejerce dicho derecho, se po-
drán ofrecer y transferir a un tercero, siempre 
y cuando se haya producido la autorización 
ministerial.

173  Artículo 15 del Decreto-Ley de 2015.
174  Artículo 21 del Decreto-Ley de 2015.
175  Artículo 17 del Decreto-Ley de 2015.
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Por otra parte, aunque se admite que las em-
presas mixtas para realizar las actividades pri-
marias de exploración y explotación pueden 
celebrar contratos de servicios176, se estable-
ció que aquellas personas jurídicas que con-
traten con ellas no podrán ceder, enajenar o 
traspasar el contrato suscrito, ni subcontratar 
servicios vinculados a la actividad objeto de 
contratación, sin la previa autorización del 
Ministerio de Desarrollo Minero Ecológico177.

viii.	 La intervención estatal en la regula-
ción y planificación del aprovechamiento 
del carbón.

Además de las autorizaciones antes co-
mentadas que debe otorgar el Ministerio 
de Desarrollo Minero Ecológico, también le 
corresponde la planificación, promoción y 
formulación de políticas públicas en el sec-
tor carbonífero; la regulación, fiscalización, 
seguimiento, vigilancia y control de las acti-
vidades primarias; la evaluación de la facti-
bilidad del estudio previo y el plan de explo-
tación de los yacimientos; la identificación 
de las zonas, espacios y lugares geográficos 
susceptibles de ser explotados racionalmen-
te, considerando como una de las variables 
fundamentales, la preservación del ambien-
te y de los grandes sistemas de cuencas hídri-
cas nacionales; el desarrollo, conservación, 
aprovechamiento y control de los recursos 
carboníferos; el estudio del mercado, análi-
sis, fijación de precios y el régimen de la in-
versión nacional y extranjera en el sector mi-
nero178.

El Ministerio de Desarrollo Minero Ecológico 
deberá establecer mediante resolución, el 
tipo de técnica a utilizar en la ejecución de 
las actividades reservadas en el sector car-
bonífero. Las normas, regulaciones, fiscaliza-
ciones y aplicaciones de las actividades mi-
neras serán desarrolladas en el reglamento 
respectivo179.

176  Artículo 26 del Decreto-Ley de 2015.
177  Artículo 18 del Decreto-Ley de 2015.
178  Artículo 37 del Decreto-Ley de 2015.
179  Artículo 18 del Decreto-Ley de 2015.

En lo que respecta al plan sectorial de desa-
rrollo, el Ministerio de Desarrollo Minero Eco-
lógico deberá coordinarlo con el Ministerio 
con competencia en materia de planifica-
ción, dentro del marco del Plan de Desarrollo 
Económico y Social de la Nación180. 

El Plan de Desarrollo específico será publi-
cado en la Gaceta Oficial y tendrá alcance 
normativo en las políticas específicas secto-
riales, así como en la delimitación, funciones 
y condiciones de usos particulares del espa-
cio para la consecución de los objetivos del 
plan.

El desarrollo de los espacios geográficos mi-
neros deberá contar con un plan integral de 
desarrollo que comprenda las variables am-
bientales, económicas, sociales, urbano re-
gionales, institucionales y geopolíticas.

El Ministerio de Desarrollo Minero Ecológico 
conjuntamente con el Ministerio con compe-
tencia en materia de Planificación podrán 
presentar al Presidente de la República, la 
propuesta de creación de áreas específicas 
u otras formas de regionalización, destinadas 
al impulso de la actividad minera carbonífe-
ra, en los términos que serán establecidos en 
el Reglamento181.

La fiscalización, liquidación y recaudación 
de las regalías y las ventajas especiales esta-
blecidas en el Decreto-Ley de 2015 son atri-
buciones exclusivas del Ministerio de Desarro-
llo Minero Ecológico182.

ix.	 El cumplimiento de la regulación am-
biental y de participación de comunidades 
indígenas 

Las empresas mixtas habilitadas para el de-
sarrollo de las actividades primarias tienen la 
obligación de presentar ante la Autoridad 
Nacional Ambiental, el estudio de impacto 
ambiental y sociocultural para el desarrollo 
de sus proyectos mineros, para su evaluación 

180  Artículos 19 y 36 del Decreto-Ley de 2015.
181  Artículo 36 del Decreto-Ley de 2015.
182  Artículos 28 y 30 del Decreto-Ley de 2015.
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y aprobación correspondiente, a los fines de 
dar cumplimiento integral al ordenamiento 
jurídico ambiental183.

La ejecución de las actividades primarias 
en el sector carbonífero se hará empleando 
prácticas científicas y tecnológicas que mi-
nimicen el impacto ambiental y en armonía 
con las garantías y derechos constituciona-
les a un ambiente sano, seguro y ecológica-
mente equilibrado, cumpliendo la legislación 
ambiental y de ordenamiento territorial184.

Igualmente, se atenderá de forma particular 
lo referente a las comunidades indígenas, en 
el marco de los principios constitucionales y 
legales sobre la materia; así como los temas 
asociados a la geopolítica, seguridad y de-
fensa de la Nación.

x.	 El área asignada y el tiempo para el 
desarrollo de la actividad carbonífera

El Ministerio de Desarrollo Minero Ecológico 
determinará el área total asignada a la em-
presa mixta para la realización de activida-
des primarias, así como su duración, que no 
podrá ser mayor de veinte años, prorroga-
bles por un máximo de dos períodos de has-
ta diez años cada uno. Las prórrogas deben 
ser solicitadas al Ministerio de Desarrollo Mi-
nero Ecológico, un año antes del vencimien-
to de cada período o prórroga para el cual 
fue otorgado el derecho. La asignación se 
hará previo cumplimiento de las obligacio-
nes ambientales y demás normas que rigen 
la materia minera185.

xi.	 La situación de los operadores mineros 
frente a minerales distintos al carbón.

Las empresas mixtas autorizadas para el 
ejercicio de las actividades primarias que 
encuentren minerales diferentes a los auto-
rizados están en la obligación de informarlo 
inmediatamente al Ministerio de Desarrollo 
Minero Ecológico y este de ser procedente 

183  Artículo 19 del Decreto-Ley de 2015.
184  Artículo 40 del Decreto-Ley de 2015.
185  Artículo 20 del Decreto-Ley de 2015.

establecerá las condiciones pertinentes para 
su aprovechamiento, conforme a las moda-
lidades previstas en las leyes correspondien-
tes. 

En tales circunstancias las empresas mixtas 
no tendrán derechos sobre estos minerales, 
mientras no sea autorizado su aprovecha-
miento por el Ministerio de Desarrollo Minero 
Ecológico186.

xii.	 El impacto del nuevo régimen del car-
bón sobre los derechos mineros creados 
bajo el régimen anterior. 

Al iniciar este subepígrafe se formuló una pre-
gunta que sigue pendiente de respuesta y es 
oportuno retomar en este momento. Partien-
do de la premisa que lo expuesto hasta aho-
ra constituye un nuevo régimen jurídico, al 
que debían sujetarse los operadores mineros 
que pretendan participar en el sector carbo-
nífero a partir del pasado 1° de septiembre 
de 2018, ¿qué sucede con los operadores mi-
neros que se encontraban establecidos bajo 
el régimen vigente a partir de 1999 o incluso 
bajo el establecido desde 1945?, ¿tal cam-
bio de régimen jurídico implica una afecta-
ción a los derechos adquiridos por los opera-
dores mineros, que bajo el régimen anterior 
obtuvieron los títulos habilitantes para ejercer 
los derechos mineros?.

La respuesta a estas preguntas debería ser 
que los derechos adquiridos por los títulos ha-
bilitantes, válidamente otorgados a los ope-
radores mineros hasta el día 31 de agosto de 
2018, no pueden ser afectados o desconoci-
dos por el cambio del marco regulatorio que 
se produce como consecuencia de la califi-
cación del mineral del carbón como estraté-
gico, toda vez que la iniciativa de participar 
en el sector del carbón y de ingresar como 
operadores en el mismo, se realizó bajo la 
expectativa legítima y la seguridad jurídica, 
que brindaba el ordenamiento jurídico vi-
gente al momento de la inversión187.

186  Artículo 39 del Decreto-Ley de 2015.
187  Artículo 299 de la Constitución.
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En razón de lo anterior, no debería producirse 
la aplicación del nuevo régimen jurídico al 
aprovechamiento del carbón, en la medida 
que suponga el desconocimiento de los de-
rechos adquiridos188, por constituir tanto una 
aplicación retroactiva del nuevo orden a si-
tuaciones subjetivas consolidadas con ante-
rioridad189 y porque produciría una expropia-
ción190 o un acto de efectos equivalentes191 
sobre los derechos adquiridos, sin contem-
plar la indemnización previa y justa que exi-
ge la Constitución.

En consecuencia, de producirse la aplica-
ción del nuevo régimen del sector minero 
del carbón, sobre los títulos habilitantes y los 
operadores establecidos legalmente confor-
me al ordenamiento jurídico preexistente a 
la calificación de este mineral como estraté-
gico y afectarse o desconocerse derechos 
adquiridos de los titulares de derechos mine-
ros, se podría generar la responsabilidad del 
Estado en el ámbito nacional192, que deberá 
ser establecida por los órganos jurisdicciona-
les administrativos193.

No obstante la conclusión anterior que se 
deduce de la Constitución, tanto el Decre-
to-Ley de 2015 en las disposiciones transito-
rias, como la práctica administrativa de es-
tos tiempos permiten inferir que los derechos 
adquiridos por los operadores mineros que 
tenían títulos habilitantes para realizar la ac-
tividad primaria respecto al mineral del car-
bón, con anterioridad al día 31 de agosto de 
2015, se vieron afectados con motivo de la 
declaración formal del carbón como mine-
ral estratégico y su consecuente cambio de 

188  Corte IDH, Caso Furlan y Familiares vs. Argentina, (Ex-
cepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), sen-
tencia de 31 de agosto de 2012, serie C, N° 246, párr. 209, 
sostiene «Asimismo, la Corte ha protegido, a través del artí-
culo 21 convencional, los derechos adquiridos, entendidos 
como derechos que se han incorporado al patrimonio de 
las personas».
189  Artículo 24 de la Constitución.
190  Artículo 115 de la Constitución.
191  Y. Nouvel, (2002: pp. 79-102); L. Y. Fortier, and S. L. Dry-
mer, (2004: pp. 293-327); J. A. Muci Borjas, (2007: pp. 171-
181).
192  Artículos 140 y 259 de la Constitución.
193  Artículo 14 del Decreto-Ley de 2015.

régimen jurídico.

Hay que mencionar que el Decreto-Ley de 
2015, no declara la extinción de pleno dere-
cho de los títulos habilitantes mineros existen-
tes al momento de expedirse o de aquel en 
que se dicten los decretos mediante los cua-
les se declare un determinado mineral como 
estratégico, lo que si se hizo anteriormente 
en el sector hidrocarburos194.

Tampoco dispuso el Decreto-Ley de 2015 que 
los operadores existentes al momento de su 
entrada en vigor o de los decretos mediante 
los cuales se declare un determinado mine-
ral como estratégico debían migrar a las em-
presas mixtas, como también se dispuso en el 
sector hidrocarburos195.

Sin embargo, producto de la práctica admi-
nistrativa en el último mencionado sector ex-
tractivo y de la deficiente redacción de las 
disposiciones transitorias del Decreto-Ley de 
2015, lo que se infiere es que fue esa la inten-
ción de este texto jurídico.

Es así como se afirma que los permisos am-
bientales otorgados previamente a proyec-
tos mineros que se encuentren en ejecución 
al momento de entrar el vigor el Decreto-Ley 
de 2015, mantienen su vigencia y se enten-
derán transferidos a las empresas mixtas a las 
que se les asigne la continuidad de la eje-
cución del proyecto, siempre y cuando no 
se modifique de manera sustancial el cum-
plimiento de las condiciones bajo las cuales 
tales permisos se otorgaron196.

Se le atribuye al Ministerio de Desarrollo Mi-
nero Ecológico o la empresa que este desig-
ne, la competencia para asumir las medidas 
necesarias para garantizar la continuidad de 
las actividades primarias que realizaban los 
operadores mineros, una vez producida la 
toma de posesión de los bienes y el control 
de las operaciones relativas a las actividades 

194  A. R. Brewer-Carías, (2011: pp. 47-54).
195  A. R. Brewer-Carías, (2018: pp. 242-243).
196  Disposición Transitoria Primera del Decreto-Ley de 2015.
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reservadas197. 

Finalmente, se instruye a las oficinas de regis-
tro público correspondientes que deberán 
dejar constancia de la extinción de las con-
cesiones o de cualquier otro título o derecho 
minero, estampando la respectiva nota mar-
ginal, de oficio o a solicitud del Ministerio de 
Desarrollo Minero Ecológico198.

Como se puede observar, las disposiciones 
transitorias dan por sentado lo que las nor-
mas permanentes que establecieron el nue-
vo régimen no señalaron tan claramente; 
que los antiguos títulos habilitantes que reco-
nocían derechos mineros debían extinguirse 
anticipadamente al producirse la reserva del 
mineral, como consecuencia de su declara-
ción como estratégico, lo que irremediable-
mente conduce al surgimiento de la respon-
sabilidad del Estado en los términos en que 
fue anteriormente señalado.

VI.	 Consideraciones finales

El sector minero ha experimentado una trans-
formación en su regulación reconociendo 
nuevas formas de explotación de los minera-
les propiedad del Estado y suprimiendo algu-
nas de las tradicionalmente existentes, pero 
tiene la particularidad de someter toda esta 
actividad económica a los controles ex ante 
y ex post de carácter administrativo, am-
bientales y de ordenación del territorio, que 
debe soportar el ejercicio de la iniciativa pri-
vada cuando participa en la realización de 
una actividad económica que se encuentra 
intensamente regulada, en virtud de razones 
de orden y seguridad, protección del am-
biente, utilidad pública e interés social, con-
templadas en las respectivas leyes.

De la misma manera que sucedió con el oro, 
el nuevo régimen jurídico de la actividad 
carbonífera ha supuesto una modificación 
normativa, institucional y de gestión, donde 
la regulación general y tradicional ha pasa-

197  Disposición Transitoria Segunda del Decreto-Ley de 
2015.
198  Disposición Transitoria Sexta del Decreto-Ley de 2015.

do a ser supletoria de la nueva regulación, 
que ahora tiene un rol principal como fuente 
de derecho minero con respecto a estos mi-
nerales.

Este nuevo régimen tiene una aplicación di-
recta e inmediata, respecto a los operadores 
mineros que aspiran ex novo participar en el 
sector del oro y del carbón, quienes deberán 
hacerlo mediante la asociación público-pri-
vada institucional con el Estado en las em-
presas mixtas, que serán de titularidad pre-
dominante estatal.

Respecto a los operadores mineros que esta-
ban realizando actividades primarias al mo-
mento de la declaración del oro y del car-
bón como minerales estratégicos deberían 
respetarse sus derechos adquiridos, confor-
me lo establece la Constitución y se deriva 
del régimen jurídico anterior, pero al proce-
der a aplicarles el nuevo régimen como ha 
sucedido conforme lo evidencia la práctica 
administrativa mediante la extinción de los 
antiguos títulos habilitantes, el Estado tiene 
que asumir su responsabilidad por los daños 
y perjuicios que pudo causarle a los titulares 
de tales derechos.

El último escenario planteado proyecta una 
notable inseguridad jurídica y un desestímulo 
para lograr el objetivo que persigue la refor-
ma jurídica, que es la captación de nueva 
inversión privada en la modalidad de asocia-
ción público-privada institucional, a los fines 
de desarrollar las actividades primarias sobre 
los minerales del oro y el carbón; pues nada 
garantiza que luego de efectuar la inversión 
conforme a este nuevo orden jurídico, el Es-
tado no procederá nuevamente a reformar 
el marco regulatorio con efecto retroactivo 
respecto de sus nuevos socios. 

Finalmente cabe mencionar, que las conce-
siones del dominio público minero tienden 
a desaparecer del actual contexto jurídico 
nacional, al menos con respecto a la explo-
ración y explotación de los yacimientos que 
contengan minerales que el Estado califique 
como estratégicos, en cuyo caso quedan 
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sustraídos del régimen jurídico general y pa-
san a tener un régimen especial.
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